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1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

(mes de setiembre 2002)
	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO
	NORMA IMPUGNADA

	02-7240-007-CO
	Delgado Viquez Rafael Angel
	02-09-02
	Artículo N° 98 de la Ley de Conservación del Area Silvestre N° 7317.

	02-7272-007-CO
	Flores Varela Carlos 
	02-09-02
	Artículo  Transitorio II parte 1° preceptiva del Código Procesal Penal. 

	02-7289-007-CO
	Garro Navarro Allan
	03-09-02
	Artículo 611 del Código de Comercio.

	02-7331-007-CO
	González Solano Gustavo
	03-09-02
	Arts. N° 118, 119, 120, 121 y 112 del código Penal y 31 del código Civil.  

	02-7352-007-CO
	González Solano Gustavo
	04-09-02
	Artículo IV.10 y IV. 11 del Reglamento  de Construcciones del INVU. 

	02-7377-007-CO
	Ceciliano Mora Otto Giovanni
	05-09-02
	Inciso B del artículo N° 145 del Código Notarial.

	02-7390-007-CO
	Castro Barahona Inocente
	05-09-02
	Artículo 39 del CPP y 34 de la Ley orgánica del Ministerio Público. 

	02-7414-007-CO
	Gerente Empresa Servicios Públicos 
	06-09-02
	Acuerdo 87269.

	02-7435-007-CO
	Canales Hernández Jonathan
	06-09-02
	Artículo Nº 12 de la ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas. 

	02-7617-007-CO
	Ucoter S.R.L.
	13-09-02
	Ley N° 7837

	02-7629-007-CO
	Carballo Guevara Gustavo y otros
	13-09-02
	Reglamento del Fondo de Garantías y Jubilaciones del I.N.V.U.  

	02-7637-007-CO
	Vargas Campos Ruben y otros
	13-09-02
	Artículo 9 de la Ley de Taxis N° 7969.

	02-7663-007-CO
	Acuña vega Nuria
	16-09-02
	Artículo N° 314 del Código Procesal Civil.

	02-7762-007-CO


	Obregón Baez Maryael
	19-09-02
	Artículo N° 7, inciso (E) de la Ley Orgánica del Colegio de Médicos cirujanos de C.R.

	02-7787-007-CO
	Chavarría Cambronero Lisbeth Mayela
	19-09-02
	Art. N° 53 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud.

	02-7841-007-CO
	Miranda Montero Erick
	20-09-02
	Artículo 9 inciso A) del Decreto 17759-87 del 28-09-1987.

	02-7843-007-CO
	Pascua  Vargas Marco Antonio
	20-09-02
	Artículo 7 inciso C) del Código de Notariado.

	02-7901-007-CO
	Chaves Delgado Carlos Manuel
	23-09-02
	Ultima frase del párrafo cuarto del artículo 110 del Código Notarial

	02-7979-007-CO
	Michelle Mc Coy Garnier


	25-09-02
	Artículo 33 de la Ley General de Caminos Públicos. No. 5060 del 22-8-72 y sus reformas. (reapertura de caminos)



	02-7994-007-CO
	Empresa Alfaro Limitada
	25-09-02
	-Norma General 7.1 infine de los carteles de licitación No. 1-2000 y 2000 del Consejo de Transporte Público del MOPT, así como su interpretación y  aplicación. (licitaciones San José –Nicoya por el ferry)



	02-8002-007-CO
	Edgardo Campos Espinoza


	26-09-02
	Interpretación del Juzgado de Tránsito del Primer  Circuito Judicial de San José, en el sentido de que la conciliación o arreglo extrajudicial debe ser firmado por los propietarios registrales y los choferes involucrados, de lo contrario no se homologa el acuerdo.



	02-8006-007-CO
	Gastón Guardia Yglesias


	26-09-02
	-Artículos 3 y 4 de la Ley de Paternidad Responsable.

-Artículo 98 bis del Código de Familia.

(no permite otra prueba científica de otros órganos que no sean los aprobados por ley)



	02-8011-007-CO
	Mario Villatoro Jiménez
	26-09-02
	-Artículo V, Acta No. 10 del Consejo de Gobierno, celebrada el 9 de julio del 2002.

-Artículo 25 del Código Procesal Penal. (estado no puede conciliar).

	02-8047-007-CO
	Carlos Alberto Araya Rivas


	27-09-02
	Contra Acuerdo de Consejo de Gobierno y Decreto Ejecutivo número 30599-J. Alega que impide reparación del daño en Etapa Preliminar del Proceso Penal.

	02-8127-007-CO
	Luz M. Machado Ramírez


	30-09-02
	-Artículo 5 inciso a) del Código Notarial.

-Resolución 1218-02 DNN. (no permite que abogados que


2. CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS

(mes de setiembre 2002)

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA

INGRESO
	TEMA

	02-7190-007-CO
	Vicepresidente de la Asamblea Legislativa.
	02-09-02
	Con relación al artículo 104 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

	02-7531-007-CO
	Juzgado civil de Heredia
	11-09-02
	Art. N° 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en condominio.

	02-8000-007-CO
	Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia.


	26-09-02
	-Artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio. No. 7993, reformado por el artículo 1 de la Ley 8278. (afectación preferente por las deudas que el  propietario llegue a tener con el condominio).



	02-8001-007-CO
	Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia


	26-09-02
	-Artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio. No. 7993, reformado por el artículo 1 de la Ley 8278. (afectación preferente por las deudas que el  propietario llegue a tener con el condominio).




. CONSULTAS DE CONSTITUCIONALIDAD INGRESADAS

(mes de setiembre 2002)

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA

INGRESO
	TEMA

	02-7565-007-CO
	Presidente de la Asamblea Legislativa. 
	11-09-02
	Expediente N° 14.765, enmienda al Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de Organ. Estado. 

	02-7566-007-CO
	Presidente de la Asamblea Legislativa. 
	11-09-02
	Expediente N° 13.670 “Tratado entre el gobierno de la república de Costa Rica y Estados Unidos.

	02-7567-007-CO
	Presidente de la Asamblea Legislativa. 
	11-09-02
	Expediente N° 14.792 “Enmienda al protocolo al tratado general de Integración económica.


4. ACCIONES Y CONSULTAS VOTADAS

(mes de setiembre 2002)

	No. EXPEDIENTE y

No. VOTO
	FECHA DE 

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	02-1898-0007-CO

Voto N° 02-08583
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y uno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Distribuidora Mozee S.A. Normas y actos impugnados: Artículo 74 de la Ley Orgánica de la Caja Costarricense del Seguro Social, reformado por el artículo 85 de la Ley No 7983, Ley de Protección al Trabajador. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-1531-0007-CO Voto Nº 08584-02


	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. EDM de Costa Rica S.A. Normas y actos impugnados: Jurisprudencia que a juicio del accionante limita participación del tercer poseedor en el proceso ejecutivo. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-6134-007-CO

Voto N° 08585-02
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rogelio Rodríguez Vega Normas y actos impugnados: Jurisprudencia sobre interrupción de la prescripción de la acción penal del Tribunal de Casación Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	98-8490-0007-CO

Voto Nº 8586-02
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Televisora de Costa Rica y otra Normas y actos impugnados: Artículos 1,2,3,4,8,9,11 inciso b), 13, 20 y 21 de la Ley General de Espectáculo Público, Materiales Audiovisuales e impresos y artículos 2,25,27,31,45,46 y 51 del Decreto Ejecutivo No 26937-1. Se rechaza de plano la acción número 98-008490-0007-CO. En cuanto a la acción número 99-0039-0007-CO, se declara sin lugar la acción referente a los artículos 1,2,3, y 11 inciso b) de la Ley General de Espectáculos Públicos, Materiales Audiovisuales e Impresos y 27 del Reglamento a esa Ley; en cuanto a los demás artículos impugnados se rechaza de plano la acción. En relación a la acción 99-001521-007-CO, se declara sin lugar la acción referente a los artículos 3 y 21 de la Ley General de Espectáculos Públicos, Materiales Audiovisuales e Impresos.-



	02-2485-0007-CO

Voto No.08587-02
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Luis Miguel Arce Meneses en representación de Cooperativa de Dulce Nombre de Cartago R.L. Normas y actos impugnados: Ley de Asociaciones Cooperativas y de creación del INFOCOOP (No 4179 del 22 de agosto de 1968) artículos 86,87,88,89,97,98,157 inciso "o" y "p". Se declara sin lugar la acción.-



	02-5095-0007-CO

Voto No.08588-02
	04-09-02
	         A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vega Calderón Rafael Normas y actos impugnados: Interpretación de la Legislación Laboral respecto de los requisitos de admisibilidad del recurso de apelación, artículo 501 inciso c) del Código de Trabajo. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-6088-0007-CO Voto Nº. 8589-02 
	04-09-02
	 A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara Nacional de Industriales de la Madera Normas y actos impugnados: Decreto Ejecutivo No 30494-MINAE-MOPT-SP. Se rechaza de plano la acción. Salvan el Voto los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta y ordenan dar curso a la acción.-



	02-6736-007-CO

Voto No.08590-02
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Francisco Navarro Solano Normas y actos impugnados: Decreto Ejecutivo No 30494-MINAE-MOPT-SP. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta Salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	02-4363-007-CO

Voto No.08591-02
	04-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Consulta Judicial. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia Normas consultadas: Artículo 422 y 444 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que los artículos 422 y 444 del Código Procesal Penal no son inconstitucionales, en la medida en que se interpreten, a la luz del artículo 41 de la Constitución Política y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en el sentido de que también procede el recurso de casación de la víctima en contra del auto que ordene la suspensión del procedimiento a prueba. Publíquese esta sentencia en el Boletín Judicial. Los Magistrados Solano, Mora y Vargas Salvan el voto y declaran que los artículos consultados no son inconstitucionales.-



	02-4895-0007-CO 

Voto No.08679-02
	06-09-02
	A las nueve horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Zúñiga González en contra del artículo 11, inciso e) de la Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. No ha lugar a la gestión formulada.-



	02-5031-0007-CO

Voto No.08682-02
	06-09-02
	A las diez horas. Acción de Inconstitucionalidad. Wilson Flores Fallas en contra de la Ley número 18 del 13 de noviembre de 1936. No ha lugar a la gestión formulada.-

	02-6994-0007-CO

Voto No. 08683-02
	06-09-02
	A las diez horas con un minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Expediente número 14.621, "Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por tierra, mar y aire que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional". Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la Sala no advierte roces de constitucionalidad en el proyecto de ley de aprobación del "Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional" que se tramita en el expediente legislativo número 14.621.- 



	02-6991-0007-CO Voto Nº. 8687-02
	06-09-02
	A las diez horas con cinco minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Expediente número 14.624, Proyecto de Ley de Aprobación del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Se evacua la consulta referente al proyecto de ley de aprobación del "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños que complementa la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional", expediente legislativo 14.624 en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.- 



	02-5676-0007-CO

Voto Nº 08700-02
	06-09-02
	A las diez horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Manuel Echandi Meza en contra del Decreto número 30471-MP. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 02-005373-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	02-6389-0007-CO

Voto Nº  08861-02
	11-09-02
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Contravencional y de Menor Cuantía de Coto Brus en lo referente a la Ley de Bienestar de los Animales, artículo 21. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 21 de la Ley de Bienestar de los Animales, número 7451 del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, es contrario a los principios de debido proceso, tipicidad, igualdad, razonabilidad y proporcionalidad. En consecuencia, se anula la norma del ordenamiento jurídico o de situaciones jurídicas consolidadas por virtud de sentencia con carácter de cosa juzgada. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.-



	02-6954-0007-CO

Voto Nº 08862-02
	11-09-02
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal de Alajuela en lo referente al artículo número 97 de la Ley de Armas y Explosivos, número 7530. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	02-5127-0007-CO Voto Nº 08863-02
	11-09-02
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Javier Retana Fallas en contra del artículo 9 del Reglamento de Licencias para Agentes Vendedores de Seguros de Agencias Comercializadoras del Instituto Nacional de Seguros. Se rechaza por el fondo la acción.-



	01-5499-0007-CO

Voto Nº 08864-02
	11-09-02
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. William Gómez Vargas, Sociedad Periodística Extra Limitada, en contra de la disposición normativa de la Corte Plena dictada en la sesión número 1-97 del 6 de enero de 1997, así como la interpretación que de ese texto, y de los artículos 11 y 12 de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales. Se rechaza por el fondo la acción.-



	01-12611-0007-CO 

Voto Nº 08865-02
	11-09-02
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Palma Tica Sociedad Anónima, en contra del artículo 28 de la Ley de Presupuesto número 7111, artículo 11 inciso n) párrafo antepenúltimo del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta, según texto del decreto 18845-H del 9 de setiembre de 1988. En relación con el artículo 28 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, número 7111 del 12 de diciembre de 1988, debe estarse el accionante a lo resuelto por esta Sala en la resolución número 2002-6043 de las 15:29 horas del dieciocho de junio de dos mil dos. Se rechaza de plano la acción contra lo dispuesto en el párrafo penúltimo del inciso n) del artículo 12 del Reglamento de la Ley de Impuesto sobre la Renta, según modificación hecha por el Decreto Ejecutivo número 18845-H del nueve de setiembre de 1988. Se declara sin lugar en lo demás.-

Los Magistrados Arguedas y Jinesta ponen nota.-



	99-5936-0007-CO Voto Nº 8867-02
	11-09-02
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gustavo Elizondo Fallas, Francisco Escobar Abarca y Mario Molina Valverde en contra de los artículos 5 incisos d) y c), 6, 7 inciso a), 54 del Estatuto Orgánico de la Universidad Estatal a Distancia y los artículos 47 inciso d), 81, 39, 65, 66, 69 inciso a) y c), 107, 70, 94, 93, 95 del Reglamento Electoral de la Universidad Estatal a Distancia. Se declaran parcialmente con lugar las acciones. Se anulan por inconstitucionales, del artículo 65 las frases que dicen "para hacer circular propaganda impresa" y "tanto los documentos base de la propaganda escrita como", el artículo 66; el inciso a) del artículo 69; del artículo 70 la frase "y hasta descalificar", del artículo 94 los incisos b, c y d; todos del Reglamento Electoral de la Universidad Estatal a Distancia. En los demás extremos se declaran sin lugar las acciones. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de emisión de la normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	01-12654-0007-CO 

Voto Nº 08960-02
	13-09-02
	A las diez horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia para la Naturaleza en contra del artículo 41 de la Ley de Hidrocarburos. No ha lugar a la gestión formulada.-



	02-3259-0007-CO Voto Nº 09067-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva o Territorio Indígena de Cabagra, en contra de la resolución número 737-2001 de las ocho horas del seis de junio de dos mil uno, Area Legal y registro de la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad (DINADECO) y la número 1668-2001 D.M.G. de ocho horas del nueve de noviembre de dos mil uno, emitida por el Ministerio de Gobernación, y Policía y Seguridad Pública. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría pero da razones diferentes.-



	02-5074-0007-CO Voto Nº 9068-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Romelio Camacho Zúñiga en contra del artículo 11 y Transitorio II del Decreto Ejecutivo número 26069-H-MTSS. Se rechaza de plano la acción.-



	02-5686-0007-CO Voto Nº 9069-02
	18-09-02
	 A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Fisher Aragón en contra del artículo 166 de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-6128-0007-CO Voto Nº 9070-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Vargas Barguil en contra de los artículos 103 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Se rechaza de plano la acción.-



	02-6129-0007-CO 

Voto Nº 9071-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rolando Chacón Ramírez en contra del artículo 6 del Decreto Ejecutivo número 26511-MINAE y artículos 1 y 2 del Decreto Ejecutivo número 27800-MINAE. Se rechaza de plano la acción.-



	02-6133-0007-CO Voto Nº 9072-02 
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Harold Dean Cooper Yates en contra de los artículos 21, 22 y 52 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se rechaza de plano la acción.-



	02-6397-0007-CO Voto Nº 9073-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Romero Gutiérrez en contra del Decreto Ejecutivo número 20558-MAG, publicado en La Gaceta del 04-07-02. Se rechaza de plano la acción.-



	02-6556-0007-CO Voto Nº 9074-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Cecilia López Madrigal en contra de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera, artículos 8, 14, 46 y 48. Se rechaza de plano la acción.-



	99-8304-0007-CO Voto Nº 9075-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Arturo Ugalde Montero en contra de los artículos 9 y Transitorio III del Código Notarial, directrices 003-99; 006-98; 004-99, resolución número 001-B-98 y oficio 822-DNN-98, todos, de la Dirección Nacional de Notariado. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 9 y Transitorio III del Código Notarial. En lo demás se rechaza de plano la acción.-



	02-6271-0007-CO

Voto N° 9076-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Morales Castro en contra del Reglamento de la Universidad de Costa Rica en contra del Hostigamiento Sexual, artículos 8, 9 incisos a) y c), 10 y 19. Se rechaza de plano la acción en relación con el alegato de que no resulta aplicable el Reglamento impugnado, sino la Convención Colectiva y el Reglamento de Régimen Disciplinario de Personal Académico de la Universidad de Costa Rica. En lo demás, Se rechaza por el fondo.-



	02-6459-0007-CO Voto Nº 9077-02
	18-09-02
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rubén Dalí Caravaca Carrillo en contra del Reglamento para la Instalación de Publicidad Exterior en el Cantón de Escazú, artículos 5 y 17. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-6494-0007-CO Voto Nº 9078-02
	18-09-02
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Orlando Quirós Rojas en contra de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, artículo 61 párrafo final. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-5713-0007-CO Voto Nº 9079-02
	18-09-02
	A las quince horas con un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gustavo González Solano en contra de la aplicación de los artículos 86 al 95 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción.-



	02-5792-0007-CO Voto Nº 9080-02
	18-09-02
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Luis Vargas Alfaro en contra del artículo 1° de la Ley número 7725 del 9/12/97 en cuanto reformó el artículo 474 del Código Procesal Civil, Texto actual del artículo 474 (574) del Código Procesal Civil e interpretación de los artículos 567 y 578 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-5845-007-CO Voto 02-9081
	18-09-02
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Herrera Umaña en contra del artículo 15 inciso c) del Código Municipal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-5175-0007-CO Voto 9082-02
	18-09-02
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Antonio Villeda Chacón en contra del párrafo 2° del artículo 161 del Código Penal original y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-7168-0007-CO Voto 9083-02
	18-09-02
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ulysses Calderón González en contra de los artículos 144 inciso a) y 157 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	02-6365-0007-CO Voto 9084-02
	18-09-02
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mariano Granados Solís y Andrea Fallas Guerrero en contra de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y el Banco Hipotecario de la Vivienda, artículo 167. Se rechaza por el fondo la acción.-



	01-9273-0007-CO Voto 9146-02
	20-09-02
	A las nueve horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Nicolás Ospina Barrios en contra del artículo 10 de la Ley Orgánica del Colegio de Ingenieros Agrónomos y artículo 7 del Decreto Ejecutivo número 22688-MAG-MIRENEM. No ha lugar a la gestión formulada.-



	02-7565-0007-CO Voto 9290-02
	24-09-02
	A las quince horas con trece minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la "Enmienda al Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos (ODECA)". Se evacua la consulta en el sentido de que, respecto del proyecto de "Enmienda al Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos (ODECA)", expediente legislativo número 14.765, no existen objeciones sobre su constitucionalidad.-



	02-7567-0007-CO Voto 09291-02
	24-09-02
	A las quince horas con catorce minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente a la "Enmienda al Protocolo al Tratado General de Integración Centroamericana-Protocolo de Guatemala". Se evacua la consulta en el sentido de que, respecto del proyecto de aprobación de la "Enmienda al Protocolo al Tratado General de Integración Centroamericana-Protocolo de Guatemala", que se tramita en el expediente legislativo número 14.792, no se advierten vicios de inconstitucionalidad en el procedimiento ni en cuanto al fondo. Notifíquese.-



	02-7114-0007-CO Voto 9292-02
	24-09-02
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pedro Salas Flores en contra de la interpretación errónea del artículo 117 del Código Penal. Se deniega el trámite a esta acción.-



	02-7190-0007-CO Voto 9443-02
	26-09-02
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Vicepresidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al expediente número 14.623, "Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional". Se evacua la consulta en el sentido de que la Sala no advierte roces de constitucionalidad en el proyecto de ley consultado.-


5. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS

(mes de setiembre 2002)

	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES 

	02-4737-007-CO
	Instituto Nacional de la Publicidad (INPUB) para que se declare inconstitucional la Ley del Timbre del colegio de Periodistas, N° 5527 del 30 de Abril de 1974, por estimarla contraria al artículo 4 de la Declaración Américana de los Derechos y deberes del hombre.

Boletines judiciales No. 167,168  de setiembre del 2002.

	02-6426-007-CO


	Beirute Brenes Farid, en su condición de Procurador General Adjunto, para que se declare inconstitucional los artículos3, inciso h) y 7 inciso r) de la Ley orgánica de la Procuraduría General de la República, adicionados por los artículos 1° y 2° de la Ley N° 8242 del 9 de Abril del 2002 por estimarlos inconstitucional.

Boletines Judiciales No. 167 y 168 de setiembre del 2002. 

	02-6124-007-CO
	Asociación de Profesores de Segunda Enseñanza para que se declare inconstitucional el inciso b) del artículo 3 del decreto ejecutivo número 7 del 16 de julio de 1964, por estimarlo contrario a los principios de participación y representación democrática, alternabilidad democrática, de elegir y ser eléctos, igualdad y jurisprudencia constitucional.

Boletines Judiciales 167,168 y  169  de setiembre del 2002.

	02-5373-007-CO
	Coopeservidores R.L. y otros, contra el Reglamento  No. 30471-MP. Estima que la disposición impugnada viola los ar´ticulos 7, 33, 34, 97, 128, 129 párrafo final  y 140 inciso 3 de la Constitución Política. Se le acumula la acción 02-5676-007-CO. Boletines Judiciales 178,179  y 180  de setiembre del 2002.    

	02-5872-007-CO
	Molina Valverde Mario Enrique, para que se declaren inconstitucionales los artículos 5 inciso 2) del estatuto orgánico  y 94 y 95 del reglamento Electoral, ambos de la Universidad Estatal a Distancia, por estimarlos contrarios a los artículo s 33, 90, 93 y 95 del la Constitución Política. Boletines Judiciales 178,179 y  180  de setiembre del 2002

	02-6453-007-CO
	 Salas Ramos Francisco, para que se declare inconstitucional el artículo 7 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, por estimarlo contrario al principio de igualdad, derecho de representación política y libertad de asociación. Boletines Judiciales 178,179 y  180  de setiembre del 2002

	02-7116-007-CO
	Jorge Fisher Aragón, para que se declaren inconstitucionales las frases “sin recurso alguno” contenidas en el párrafo último del artículo 9 y en el párrafo primero del artículo 33, ambos de la Ley Orgánica del Colegio de abogados, así también por conexión la frase “que no tiene recurso” del artículo  111 del reglamento Interior Decreto N° 20 del 17 de julio de 1942. Estima que la frase es contraria al artículo 39 de la constitución Política y a los principios de razonabilidad y proporcionalidad.  . Boletines Judiciales 178,179 y  180  de setiembre del 2002

	02-1922-007-CO
	Murillo Arias Mauro, para que se declare inconstitucional el Reglamento de Vialidad para el proyecto de la Península de Papagayo , Decreto Ejecutivo N° 30175-MP-TUR. Boletines Judiciales 186  y  187  de setiembre del 2002

	02-6399-007-CO
	Carlo Traversone y Juan José Sobrado Chaves, para que se declare inconstitucional la jurisprudencia de la Sala Tercera, plasmada en la sentencia 346-98. Boletines Judiciales 186  y  187  de setiembre del 2002

	02-6493-007-CO
	Allan Garro Navarro, contra el artículo 9°, inciso f) numeral 1 de la Ley N° 7088 del treinta de noviembre de 1987, denominada Reajuste Tributario y resolución 18 a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano. Boletines Judiciales 186  y  187  de setiembre del 2002

	02-7414-007-CO
	Edgar Allan Benavides Vilchez , para que se declare inconstitucional el acuerdo N° 87269 que consta en el artículo V de la sección ordinaria N° 87074 del veintiuno de octubre de 1987 de la Junta Directiva del instituto costarricense de acueductos y Alcantarillados, por estimarla contrario a los artículos 11, 21, 33, 41, 50, 51 y 68 de la Constitución Política.

 Boletines Judiciales 186  y  187  de setiembre del 2002

	02-7435-007-CO
	Jonathan Canales Hernández, para que se declare inconstitucional el artículo 12 de Ley  N° 3503  “Ley Reguladora de Transporte remunerado de Personas den vehículos automotores” por considerar que contraviene los principios constitucionales derivados de los artículos  9°, 182 183 y 184 inciso l) de la Constitución Política. Boletines Judiciales 186  y  187  de setiembre del 2002


6. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS

(mes de setiembre 2002)

	No.EXPEDIENTE y

No. VOTO
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES

	02-02480-007-CO

Voto No. 4885-02


	José Joaquín Acuña Mesén, contra el artículo 23 aparte 29, inciso b) de la ley del Presupuesto Ordinario de la república número 7108. Boletín Judicial No. 178 de setiembre del 2002.

	96-2931-007-CO

Voto  No. 3088-02
	Gonzalo Fajardo Salas, contra la omisión del Poder Ejecutivode no incluir en los presupuestos Nacionales correspondientes al año 1996 y períodos anteriores, las partidas que corresponden a la Caja Costarricense del Seguro Social. Boletín Judicial No. 178 de setiembre del 2002.

	98-8176-007-CO

Voto  No. 6053-02
	Román solís Zelaya en representación de la Procuraduría General de la República. Se acumula la acción No. 99-735-007-CO.  Boletín Judicial No. 178 de setiembre del 2002.


	No.EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA

INGRESO
	TEMA


8. VOTOS DE INTERES

(mes de setiembre2002)

SENTENCIAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE DERECHO A LA SALUD Y A LA VIDA

1729-92. EUTANASIA. De la transcripción del informe médico, vemos con claridad que la crisis respiratoria desarrollada por la paciente que ocurrió después del tratamiento inicial, obligó a los médicos a emplear otros métodos y medicamentos para salvarle la vida.  No existe, entonces, evidencia de que este tratamiento haya sido ineficaz.  Por el contrario, logró salvar la vida de la enferma.  Se descarta en consecuencia el empleo de métodos crueles y degradantes en su perjuicio. Por otra parte, a pesar de que la señora Squiers no puede hablar en vista del tratamiento que se le está aplicando y del equipo médico empleado -que interesa a su boca y a su laringe- tanto el informe como el testimonio agregados al expediente permiten concluir que ella, en forma inequívoca, no ha solicitado de ninguna forma que se le suspenda el tratamiento, para morir; al contrario, de las pruebas se desprende que ella ha solicitado su continuación.  Prueba de ello es que una vez que dejó de estar atada o inmovilizada por las razones dichas, ella no ha suspendido tal tratamiento, como podría hacerlo directamente y sin ayuda de nadie, según lo declarado por el Fiscal del Colegio de Médicos y Cirujanos y de las manifestaciones de la misma recurrente en programas de televisión que  la  Sala ha estudiado como prueba complementaria.  Todo lo cual hace innecesario formular consideraciones en torno a la llamada “salida exigida” por parte del paciente o en torno a los altos valores de la dignidad humana, piedra angular de los derechos humanos, entendida tal como una forma decorosa de vivir e incluso de morir. SL 
1915-92. MORIR CON DIGNIDAD. Varios son los temas de fondo y muchas las interrogantes que, dentro de los límites que nos presenta el propio caso, se deben abordar para determinar si a la amparada Mónica Granados Chaverri, se le lesionaron sus derechos constitucionales cuando, en vida y sufriendo de una enfermedad terminal, debió enfrentar junto con sus familiares, obstáculos importantes para lograr obtener el tratamiento prescrito por su Médico tratante, que -aunque destinado únicamente a aliviar el dolor-, por la imposibilidad médica de curarla dado el estado avanzado de su enfermedad, se vio afectado por una serie de "actitudes" y disposiciones legales que al ser interpretadas presentaron problemas para que se entregara la dosis prescrita de morfina. Dentro de los aspectos más relevantes a definir se encuentran: a) si un farmacéutico tiene el derecho a oponerse a despachar una receta médica y si es así, ¿en qué circunstancias?, b) ¿cúal es la interpretación que debe darse al artículo 46 del Reglamento de la Junta de Vigilancia de Drogas Estupefacientes y Psicotrópicos?, y c) si existe un derecho humano a morir con dignidad.  De conformidad con el análisis anterior cabe determinar si existe o no responsabilidad de los demandados y de ser así, los efectos que el amparo tiene en un caso en que la amparada ha fallecido durante el curso de los procedimientos. Difícilmente de pocas cosas en la vida se tiene tanta certeza como de la inevitabilidad de la muerte. Todos estamos destinados a morir, lo que no sabemos es dónde y bajo que circunstancias hemos de enfrentar ese inevitable hecho.  Antes la mayor parte de las personas morían en su casa (en el caso de muerte natural), en medio de seres queridos, con atención religiosa, sabiendo que iban a morir y con todas las facilidades para tomar las determinaciones grandes o pequeñas pertinentes a su situación. Hoy en día, por el contrario, en la mayoría de los países desarrollados la generalidad de las muertes naturales acontecen en clínicas y hospitales, donde diversos medios se utilizan para intentar prolongar la vida, sustituyéndose a veces la voluntad del paciente y de su familia, por la de los médicos y demás personal hospitalario. En protesta a ello, muchos han exclamado que el paciente ya no es ni dueño de su propia muerte, pues ni sabe cuándo va a morir ni puede tomar las decisiones del caso. Este tipo de controversias, aún en discusión, han tomado más auge dentro del movimiento mundial de la bioética -al cual la Organización Mundial de la Salud le ha dedicado partes sustanciales de presupuesto-, movimiento que pretende humanizar la medicina y vincular la ética a todos sus aspectos, desde la investigación o alteración genética, hasta el más sencillo de los procedimientos médicos, para rescatar uno de los valores más importantes para el hombre como lo es su dignidad. La narración anterior nos demuestra cómo el cambio tecnológico y científico en la rama de la salud, ha venido a transformar a través del tiempo el morir humano suscitando mucha discusión y controversia en ese proceso. Pero dichosamente, los avances científicos también nos han traído innumerables bondades, y específicamente en el caso de la muerte, hoy en día es reconocido que es mayor la cantidad de gente que puede morir sin dolor -gracias a los medicamentos que alivian al paciente-, que la que sufre en agonía el deterioro de su vida. Por eso se habla también en este sentido del derecho a morir con dignidad, no para hacer alusión a la conocida discusión de si el paciente con un proceso irreversible puede o no rehusar el tratamiento aún cuando le cause la muerte repentina o prematura, sino para referirse al derecho que también tienen quienes estando conscientes de que van a morir, han escogido morir con el tratamiento médico que les permita hacerlo sin dolor. Si este derecho existe, como efectivamente existe -al menos en éstos términos-, sería contrario a todo criterio de humanidad el negar el medicamento a un paciente que lo necesita para su alivio, y dentro de ésta línea también lo sería el obstaculizar el acceso a éste. Establecido como está que existe un derecho a morir con dignidad que implica, al menos para efectos de este caso, la muerte sin dolor para aquél paciente que debidamente asesorado por un profesional de la salud ha decidido pasar sus últimos días sin experimentar dolores que nublen su existencia, lo que resta es establecer los alcances del artículo 46 del Reglamento de la Junta de Vigilancia de Drogas Estupefacientes, la potestad de los regentes frente a una receta médica y los alcances de las actuaciones de los recurridos en el caso. En cuanto al derecho a la salud, es importante aprovechar el contexto que nos presenta el caso en estudio para aclarar que, si bien nuestra Constitución Política no contempla en forma expresa ese derecho  -aunque sí se preocupa de regular expresamente los aspectos con ella relacionados, catalogados como parte de los derechos constitucionales sociales, como el derecho a la seguridad social-, no se puede negar su existencia, por ser derivado directo del derecho a la vida protegido en el artículo 21 de nuestra Constitución, ya que éste -el derecho a la vida- es la razón de ser y explicación última del derecho a la salud. La conexión existente entre ambos es innegable, el derecho a la salud tiene como propósito fundamental hacer efectivo el derecho a la vida, porque éste no protege únicamente la existencia biológica de la persona, sino también los demás aspectos que de ella se derivan. Se dice con razón, que el ser humano es el único ser de la naturaleza con conducta teleológica, porque vive de acuerdo a sus ideas, fines y aspiraciones espirituales, en esa condición de ser cultural radica la explicación sobre la necesaria protección que, en un mundo civilizado, se le debe otorgar a su derecho a la vida en toda su extensión, en consecuencia a una vida sana. Si dentro de las extensiones que tiene éste derecho está, como se explicó, el derecho a la salud o de atención a la salud ello incluye el deber del Estado de garantizar la prevención y tratamiento de las enfermedades. CL
2679-94. MORIR CON DIGNIDAD. El recurso expone una discrepancia entre el hijo de la paciente, señora Araya Garita, y las autoridades del Hospital, acerca de las mejores condiciones disponibles para la atención de ella en cuanto enferma de un cáncer de vesícula en estadio terminal. La Sala parte de entender que la amparada sufre un proceso de muerte, esto es, que según se ha constatado médicamente su enfermedad es irreversible. Tiene por demostrado, además, que en tanto derechohabiente de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la que pertenece el Hospital Doctor Rafael Angel Calderón Guardia, tiene derecho -en general- a que se atienda su situación, y a que esto se haga de la mejor manera posible, poniendo a su disposición los medios con que el Hospital cuenta, de cualquier naturaleza, a fin de aliviar su dolor y mejorar su calidad de vida, por todo el tiempo necesario. Esto significa que el Hospital no puede negarse a darle por sí mismo la debida atención, esto es, no puede eximirse de ese deber dejando simplemente a la paciente en manos de familiares, amigos u otros ajenos que por cualquier razón no quieran, no puedan o no estén dispuestos a aceptar el cuidado de aquella, o razonablemente no estén en situación de garantizarle que se le procurará el tratamiento adecuado en la fase terminal de su existencia. En tanto la paciente no decida ella misma otra cosa, o, en defecto de su voluntad, subsistan obstáculos para entregarla, en condiciones satisfactorias, a la atención de sus familiares, el Hospital debe proveer atención y cuidado por sí mismo, y está impedido de desembarazarse de la paciente a cuenta de que "no se puede mantener los pacientes con enfermedades terminales en forma indefinida". Esto contrariaría el derecho de la amparada a morir con dignidad, si morir es -en su actual estado de salud- su destino previsible. CL
5130-94. USO DE MEDICAMENTOS A DOMICILIO. Doctrina y Filosofía a través de todos los tiempos han definido a la vida como el bien más grande que pueda y deba ser tutelado por las leyes, y se le ha dado el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos del hombre, lo cual tiene su razón de ser pues sin ella todos los demás derechos resultarían inútiles, y precisamente en esa media es que debe ser especialmente protegida por el Ordenamiento Jurídico.  En nuestro caso particular, la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella.  En el caso particular de nuestro país, ha sido la Caja Costarricense del Seguro Social la institución llamada a brindar tal servicio público, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no solo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema. CL

0005-95. DERECHO A LA VIDA POR ENCIMA DE LA LIBERTAD DE INFORMACIÓN. Tal y como se desprende de la prueba que fuera aportada a los autos, así como de los informes rendidos bajo juramento, se tiene como un hecho cierto que el día 29 de octubre en curso al ser aproximadamente las 11:00 horas, se presentó una emergencia en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría cuando un avión de la Compañía AVIANCA.  Con ocasión del peligro inminente que esa situación generó, se tomaron todas las medidas de seguridad necesarias y procedentes en este tipo de casos, operativos que precisamente por el tipo de emergencia se hacen indispensables pero que en ningún momento justifican la realización de prácticas abusivas por parte de los miembros de los cuerpos públicos encargados de dirigir ese tipo de maniobras. En este caso  los recurrentes, pusieron en peligro no solamente la vida de los pasajeros del avión, sino también la de los cuerpos de seguridad y la suya propia, pues ingresaron sin autorización a la terminal aérea, se mezclaron entre  la caravana de emergencia que se dirigía a prestar auxilio a los ocupantes del avión y para culminar, se aparcaron en frente del avión, impidiendo no solamente  el avance del mismo hasta la zona que le había sido asignada para su estacionamiento, sino también el acercamiento de la máquina de bomberos y de los otros cuerpos de emergencia.  Tal conducta que fuera desplegada por los citados recurrentes originó como es lógico y de conformidad con los procedimientos establecidos al efecto, la correspondiente actuación de los cuerpos de seguridad precisamente en aras de proteger el centenar de vidas humanas que en ese momento estaban en peligro. Tal actuación administrativa ha dado origen a la interposición del presente recurso de Hábeas Corpus por cuanto los recurrentes consideran que la misma ha sido ilegal y arbitraria; sin embargo, esta Sala Constitucional considera que ello no es así y que la actuación administrativa aquí impugnada tuvo su razón de ser precisamente por la tensa situación de emergencia que se vivió en ese momento, siendo por el contrario responsabilidad de los recurrentes el hecho de que la emergencia se agravara aún más cuando con sus actuaciones impidieron continuar llevando a cabo con normalidad el plan de emergencia que se había elaborado.  SL.
1016-97. DERECHO A LA SALUD DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD. Ya ha dicho esta Sala en reiteradas oportunidades que el privado de libertad conserva todos los derechos inherentes a su condición de persona que no sean incompatibles con la naturaleza de su pena. Estos derechos deben ser reconocidos y amparados por el Estado y entre ellos se encuentra el derecho a la salud (ver por ejemplo resolución en consulta legislativa No. 6829-93 de las 8:33 horas del 24 de Diciembre de 1993). El derecho a la salud es un derecho fundamental que se deriva, necesariamente y con igual rango, del derecho a la vida (en la medida en que esta depende en gran parte del respeto a esa salud) establecido en el artículo 21 de nuestra Constitución Política. La inviolabilidad de la vida establecida en nuestro texto constitucional indica el alto rango que se le ha dado a este derecho en la escala de los derechos del hombre, pues sin ella, como también lo ha dicho reiteradamente esta Sala, los demás derechos resultarían inútiles. Por esta razón el Estado debe procurar su protección y el ejercicio del derecho a la salud por encima de cualquier criterio económico, y con mucha más razón tratándose de personas que se encuentran bajo su custodia. Alegan los recurrentes que no se les brinda la atención médica adecuada y que continuamente pierden citas y cirugías por falta de transporte. No existen entonces elementos que hagan a esta Sala establecer que el servicio médico que se puede brindar dentro del centro de atención sea inadecuado o que no se le de seguimiento. Sí se observa, sin embargo, una afectación al derecho a la salud y a la integridad física cuando los privados de libertad necesitan salir a atender sus enfermedades a otras clínicas u hospitales (por tratarse de servicios que la clínica de la reforma no brinda), pues se ha constatado que en diversas oportunidades se les ha negado esa posibilidad por falta de transporte y en este sentido procede declarar con lugar el recurso. Lo alegado por los recurridos, en el sentido de que se atiende primero los casos más urgentes, no puede ser una justificación de recibo, pues la autoridad penitenciaria y de la clínica deberían procurar lo necesario para brindar la atención médica especializada a todos los internos que lo requieran; quienes ya han sido referidos al especialita por los médicos del centro lo son, evidentemente, porque un profesional consideró que el tratamiento o diagnóstico que requieren no pueden ser suministrado por la clínica de la Reforma. La coincidencia de fechas de citas en diferentes hospitales, tampoco puede eximir de responsabilidad a la autoridad recurrida, pues esa es una circuntancia que evidentemente puede ser conocida con anterioridad y ante la cual deben hacerse las previsiones del caso. Como se ha dicho, estando de por medio la vida y la integridad personal no pueden anteponerse argumentos de tipo económico. La saturación de los servicios que brinda la Caja Costarricense de Seguro Social, lejos de ser una razón válida para le pérdida de citas, debiera ser un motivo más para que no se desaproveche la necesaria consulta con el especialista, por la cual ha tenido en algunos casos que esperarse un tiempo prolongado. (Ver sentencias 972-90, 6801-93 y 3935-94). CL
5934-97. A PERSONAS CON SIDA NO SE LES DAN MEDICAMENTOS ANTIRRETROVIRALES. Misión y funciones de la CCSS. Cabe preguntar, puesto que ha sido planteado en el sub examine, si la mayor o menor capacidad financiera del Estado (concretamente, de la CCSS) puede ser argüida valederamente como un óbice que justifique que se desatienda, o se atienda insuficientemente, la cumplida observancia de aquello que constituye la razón misma de ser de la entidad. La respuesta es importante, porque la representante de la accionada ha informado a la Sala que a esa institución le resulta presupuestariamente imposible atender a lo que el actor le solicita, alegando en su favor la máxima de que nadie está obligado a lo imposible y advirtiendo que pretender lo contrario podría significar "el principio del fin del sistema de seguridad social" de que se precia nuestro país. Si regresamos al pluricitado fallo nº 5130-94, se ve que en él ya contestó este Tribunal a ese planteamiento, al indicar que

"... si el derecho a la vida se encuentra especialmente protegido en todo Estado de Derecho Moderno y en consecuencia el derecho a la salud, cualquier criterio económico que pretendiera hacer nugatorio el ejercicio de tales derechos, debe ceder en importancia pues como ya se indicó sin el derecho a la vida los demás derechos resultarían inútiles."

Y es que dicho aparte resumen lo medular de la cuestión, al recalcar –y valga la pena reiterarla– una verdad fundamental: ¿De qué sirven todos los demás derechos y garantías, las instituciones y sus programas, las ventajas y beneficios de nuestro sistema de libertades, si una sola persona no puede contar con que tiene asegurado el derecho a la vida y a la salud? De todos modos, si lo que precisa es poner el problema en la fría dimensión financiera, estima la Sala que no sería menos atinado preguntarnos por los muchos millones de colones que se pierden por el hecho de que los enfermos no puedan tener la posibilidad de reincorporarse a la fuerza laboral y producir su parte, por pequeña que sea, de la riqueza nacional. Si contabilizamos este extremo, y todos aquellos que se le asocian, resulta razonable postular que pierde más el país por los costos directos e indirectos del estado de incapacidad de quien yace postrado por una enfermedad, que lo que de otro modo se invertiría dándole el tratamiento que le permitiría regresar a la vida productiva. Desde luego, los beneficios intangibles, sociales y morales, son –incuestionablemente– de mucho mayor cuantía. CL
No permite transfusión de sangre por motivos religiosos. 561-F-93 (Sala Tercera)

6708-93 y 6685-01. CUERPO DE NEONATO NO LO ENTREGAN A SUS PADRES. En la especie, la recurrente alega que el treinta de marzo del 2001 ingresó al Hospital Enrique Baltodano Briceño de Liberia teniendo cuatro meses y medio de embarazo, ingresó a dicho hospital con síntomas propios de parto. Después de realizarle los exámenes y revisiones correspondientes se determinó que el feto que cargaba en su vientre se encontraba sin vida, por lo que se procedió a realizarle un aborto natural y un legrado uterino. Acusa que  ni a ella ni a su esposo se les dejó ver al feto, no se le enteró de su destino y no se les quiso entregar a efectos de enterrarlo en calidad de hijo, como corresponde dentro de la fe Católica. Es obvio que dada la naturaleza en muchas ocasiones infectocontagiosa de los “productos de la concepción”, éstos deban de ser manipulados o manejados con suma cautela. De allí que coincide esta Sala con las razones de salud pública que motivaron la redacción de la "Norma Institucional para el Manejo de Desechos Anatomopatológicos". No obstante, no encuentra este Tribunal que la preocupación de todos en procurar  que dicho manejo se haga de la manera más segura posible suprima los derechos de la recurrente y su esposo que como padres y practicantes de la fe Católica consideren vital para su religión y su tranquilidad enterrar a su hijo. Si bien ese hijo no culminó su proceso de formación como para poder desarrollarse como un niño normal y subsistir, lo cierto es que desde el momento en que fue concebido fue persona con derechos. Así como personas con derechos son sus padres, quienes tiene toda la potestad de escoger que éste tenga un entierro de acuerdo a las reglas establecidas religiosamente por los católicos. Efectivamente la "Norma Institucional para el Manejo de Desechos Anatomopatológicos" no se refiere a la entrega directa de lo que ella llama “desechos sólidos que drenan líquido” (feto y placenta” a terceros y dispone reglas muy claras en cuanto a su traslado fuera de los centros  hospitalarios y el tipo de transporte y envase en el que se debe hacer. No obstante, considera esta Sala que dichas disposiciones pueden y deben cumplirse en la medida que a los interesados se les informe de manera correcta y directa del procedimiento establecido y del destino de dichos “desechos”. Así, en el caso concreto, pudo perfectamente transportarse el “desecho” de interés conforme a todas las estipulaciones médicas e higiénicas respectivas, pero enterando a la recurrente y a su esposo del procedimiento a seguir, así como coordinando con éstos la fecha, hora y cementerio en el que se dispondría finalmente de éste, respetando el derecho de los recurrentes a darle sepultura a los restos de su hijo. Debido a que no fue así y se procedió sin comunicación alguna a la recurrente y a su esposo sobre el destino de su hijo –cual si éste fuera un simple objeto-, debe estimarse el recurso ordenando a la Directora del Hospital Enrique Baltodano Briceño, que en el término improrrogable de dos días contados a partir de la comunicación de esta sentencia, entregue a la recurrente, Kathia Cecilia Saborío Obando, el feto producto del aborto natural practicado a su persona de acuerdo a las medidas de salud necesarias. CL 

2306-00. FERTILIZACION IN VITRO. La Sala se refirió a la fertilización in vitro, señaló que existe vida desde el momento de la concepción, por lo que condenó al mal uso que de embriones fecundados se pueda dar en ese proceso. De allí que no pueda compartir la posición de las autoridades recurridas en cuanto a la concepción de que el feto es feto hasta que compruebe su capacidad de sobrevivencia, y mientras tanto deba ser tratado como un objeto. Señaló que la protección constitucional del Derecho a la Vida y la Dignidad del ser humano: El inicio de la vida humana. Los derechos de la persona, en su dimensión vital, se refieren a la manifestación primigenia del ser humano: la vida. Sin la existencia humana es un sinsentido hablar de derechos y libertades, por lo que el ser humano es la referencia última de la imputación de derechos y libertades fundamentales. Para el ser humano, la vida no sólo es un hecho empíricamente comprobable, sino que es un derecho que le pertenece precisamente por estar vivo.  El ser humano es titular de un derecho a no ser privado de su vida ni a sufrir ataques ilegítimos por parte del Estado o de particulares, pero no sólo eso: el poder público y la sociedad civil deben ayudarlo a defenderse de los peligros para su vida (sean naturales o sociales), tales como la insalubridad y el hambre, sólo por poner dos ejemplos. La pregunta ¿cuándo comienza la vida humana? tiene  trascendental importancia en el asunto que aquí se discute, pues debe definirse desde cuándo el ser humano es sujeto de protección jurídica en nuestro ordenamiento. Existen divergencias entre los especialistas. Algunos consideran que los embriones humanos son entidades que se encuentran en un estado de su desarrollo donde no poseen más que un simple potencial de vida. Describen el desarrollo de la vida en este estadio inicial diciendo que el gameto -célula sexual o germinal llegada a la madurez, generalmente de número de cromosomas haploide, con vistas a asociarse con otra célula del mismo origen para formar un nuevo vegetal o animal- se une con uno de sexo opuesto y forma un cigoto (que después se dividirá), luego un pre-embrión (hasta el día catorce tras la fecundación) y por último, un embrión (más allá del día catorce y en el momento de la diferenciación celular). Señalan que antes de la fijación del pre-embrión éste se compone de células no diferenciadas, y que esa diferenciación celular no sucede sino después de que se ha fijado sobre la pared uterina y después de la aparición de la línea primitiva —primer esbozo del sistema nervioso-; a partir de ese momento se forman los sistemas de órganos y los órganos. Quienes sostienen esta posición afirman que no es sino hasta después del décimo a decimocuarto día posterior a la fecundación que comienza la vida, y que no está claro que un embrión humano sea un individuo único antes de ese momento. Por el contrario, otros sostienen que todo ser humano tiene un comienzo único que se produce en el momento mismo de la fecundación. Definen al embrión como la forma original del ser o la forma más joven de un ser y opinan que no existe el término preembrión, pues antes del embrión, en el estadio precedente, hay un espermatozoide y un óvulo. Cuando el espermatozoide fecunda al óvulo esa entidad se convierte en un cigoto y por ende en un embrión. La más importante característica de esta célula es que todo lo que le permitirá evolucionar hacia el individuo ya se encuentra en su lugar; toda la información necesaria y suficiente para definir las características de un nuevo ser humano aparecen reunidas en el encuentro de los veintitrés cromosomas del espermatozoide y los veintitrés cromosomas del ovocito. Se ha dicho que por inducción científica se tuvo conocimiento de la novedad de la "criatura única" desde hace más de cincuenta años, pero como la información escrita en la molécula ADN del cromosoma era diminuta, no fue aproximadamente hasta 1987 que esa suposición pasó a ser una realidad científicamente demostrable. Al describir la segmentación de las células que se produce inmediatamente después de la fecundación, se indica que en el estadio de tres células existe un minúsculo ser humano y a partir de esa fase todo individuo es único, rigurosamente diferente de cualquier otro. En resumen, en cuanto ha sido concebida, una persona es una persona y estamos ante un ser vivo, con derecho a ser protegido por el ordenamiento jurídico, según se demuestra de seguido. Esta segunda posición es acorde con las normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos vigentes en Costa Rica. CL
12226-01. CONTROL DE MEDICAMENTOS GENERICOS. A fin de analizar por el fondo las razones de inconstitucionalidad acusadas, para efectos de esta acción, es conveniente precisar los alcances del derecho a la salud y a la vida que el accionante considera infringido, así como la obligación del Estado de ejercer los controles requeridos y tomar las medidas indispensables para garantizar ese derecho, concretamente, en cuanto a la calidad de los medicamentos que van a ser comercializados e importados, para determinar si resultan seguros, eficaces y se adecuan al sistema de salud nacional.  El artículo 21 de la Constitución Política consagra el derecho a la vida y por conexidad, el derecho a la salud, lo cual implica el deber del Estado de hacer efectivo el derecho a una vida sana.  Sobre la protección de esos derechos, es amplia la jurisprudencia de esta Sala. (1915-92, 5130-94).En virtud de lo expuesto, para garantizar el derecho a la salud y a la vida, es esencial la adopción por parte del Estado, de medidas de control efectivo de la calidad de los medicamentos de consumo humano. Los Estados se han preocupado por dictar normas protectoras de ese derecho. Al ser la salud de la población un bien de interés público, es función esencial del Estado velar por ella, por medio del Ministerio de Salud, a quien corresponde la definición de la política nacional de salud, la normación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, como lo definen los artículos 1 y 2 de la Ley General de Salud.  En este sentido, el artículo 82 la misma ley, dispone en lo que interesa que la producción, abastecimiento y suministro adecuado y oportuno de medicamentos de pureza, potencia, eficacia y seguridad técnicamente requeridas, así como la validez de los análisis y la bondad de artefactos e instrumentos de uso médico, son elementos básicos para una prevención y terapia eficaz de las enfermedades y para la rehabilitación del paciente. Dentro del contexto normativo referido, se impone al Ministerio de Salud, el deber de ejercer un control efectivo del registro de los medicamentos que serán destinados a la importación y consumo interno, para el tratamiento de padecimientos y enfermedades.  Lo anterior, a fin de asegurar que los medicamentos que van a ser comercializados, cumplan con un procedimiento de registro que permita establecer la calidad del producto y todos los aspectos relacionados con el efecto en la salud de las personas que los consumen.  En el caso concreto, el recurrente alega que el Decreto Ejecutivo número 24008-S del veintidós de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, no permite verificar si el medicamento cuya solicitud de registro se tramita después de inscrito el medicamento original, cumple con los mínimos legales que aseguren su efectividad en el organismo, pues el Ministerio de Salud ni siquiera solicita después del primer registro, pruebas de bioequivalencia para constatar que el producto cuyo registro es solicitado, equivale al medicamento en cuya inscripción inicial se fundamenta.  Es claro que por la omisión apuntada, no se puede ejecutar lo establecido en la norma transcrita anteriormente, ya que al no exigirse la realización de los estudios, que según lo informó el Colegio de Farmacéuticos, son necesarios para determinar la calidad de los medicamentos genéricos, se pone en riesgo la salud de las personas que los consumen, confiadas en que han sido registrados, previo control del Ministerio de Salud, para garantizar su efectividad en el tratamiento y curación de enfermedades o padecimientos.  El Estado tiene la responsabilidad de ejercer las acciones necesarias para conservar y mejorar el nivel de salud de la colectividad, lo que incluye la prevención de las enfermedades, así como su tratamiento y curación, por ende, debe asegurar la calidad de los medicamentos, pues la acción individual no es suficiente para suplir un exiguo control estatal.  El Estado no puede permanecer inactivo ante la puesta a disposición de médicos y pacientes de un nuevo medicamento que pueda resultar ineficaz y peligroso para la salud.  Si bien es cierto la libertad de comercio está protegida constitucionalmente, no es un derecho irrestricto, ya que puede ser limitado cuando está en juego la salud pública.  Por tal motivo, el Ministerio de Salud tiene la obligación de verificar las condiciones de todos medicamentos, sometiéndolos a los estudios requeridos para que puedan ser registrados y vendidos, con la seguridad de que ejercen una acción farmacológica eficaz.  Sin embargo, el artículo 27 del Decreto Ejecutivo N°24008-S, contempla únicamente los requisitos y estudios exigidos para el registro de los medicamentos nuevos y no los requeridos para los medicamentos genéricos, los cuáles, aunque no deben ser sometidos a los mismos estudios de los medicamentos nuevos, deben ser analizados para constatar que tengan la misma eficacia terapéutica y de absorción en el organismo humano.  Considera la Sala, con fundamento en el informe técnico rendido por el Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica, que la omisión referida violenta el derecho a la salud de las personas, quienes eventualmente, pudieron verse perjudicadas por el consumo de medicamentos genéricos, registrados conforme a lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo N°24008-S. CL

1954-00. DERECHO A VACUNACIÓN. En múltiples ocasiones esta Sala se ha pronunciado acerca del derecho a la vida y a la salud. Al respecto la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella. La preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política, sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Debe quedar claro no sólo la relevancia de los valores para los cuales el actor reclama tutela, sino también el grado de compromiso que el Estado costarricense ha adquirido en cuanto a acudir de manera incuestionable e incondicional en su defensa. El régimen de seguridad social es también un pilar fundamental del sistema democrático nacional, para el cual existe también una previsión normativa de la más alta jerarquía: la Constitución Política le dedica su ordinal 73. Ha sido el Estado, a través del Ministerio de Salud, y la Caja Costarricense de Seguro Social los llamados a brindar tal servicio público, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no sólo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema. En el caso específico de las vacunaciones, el Ministro de Salud en su informe (folios 63 y 64) señalan que con base en la Ley 7374, llegó a un acuerdo con la Caja Costarricense de Seguro Social para transferirle ese programa. En este caso, la recurrente reclama que pese a acudir a diversas entidades no logró vacunar al amparado. Según el informe confeccionado por la Directora de la Clínica Central del Hospital Calderón Guardia (folio 20) se procedió a llamar a la recurrente con el fin de que se presente a ese centro médico para realizar la vacunación correspondiente del amparado. Pese a lo anterior, la Sala no puede pasar por alto el reiterar a la Caja Costarricense de Seguro Social, con mayor razón si ha tomado acuerdos con el Ministerio de Salud y los esfuerzos que esa cartera ministerial ha realizado en materia de prevención de enfermedades, el deber que tiene de suministrar la información del caso y no dejar desprevenida a la población. Por las razones expuestas, la Sala estima que sí se ha producido una lesión al derecho a la salud del amparado. En consecuencia lo procedente es declarar con lugar el recurso, advirtiendo a las autoridades recurridas que deben tomar las medidas necesarias con el fin de evitar atrasos en la aplicación de las vacunas del amparado que pueda poner en peligro su salud. CL
1955-00. NO LE DAN A TIEMPO TRATAMIENTO MEDICO. La recurrente acusa lesión a su derecho a la salud por cuanto pese a que fue referida desde junio del año pasado a la terapia de voz en el Hospital México, no le han otorgado la cita respectiva. Los representantes del Hospital México en sus informes señalan que han procurado asegurarle la atención necesaria, pero las terapistas de voz renunciaron desde mil novecientos noventa y ocho y no fue sino hasta noviembre del año pasado que cuentan con una. Afirman que la cita fue programada para el veintitrés de febrero de este año. Consideran que  han actuado diligentemente y sin violentar ningún derecho de la recurrente.En múltiples ocasiones esta Sala se ha pronunciado acerca del derecho a la vida y a la salud. Al respecto la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella. La preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política, sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país como la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Debe quedar claro no sólo la relevancia de los valores para los cuales el actor reclama tutela, sino también el grado de compromiso que el Estado costarricense ha adquirido en cuanto a acudir de manera incuestionable e incondicional en su defensa. El régimen de seguridad social es también un pilar fundamental del sistema democrático nacional, para el cual existe también una previsión normativa de la más alta jerarquía. La Constitución Política le dedica su ordinal 73. Ha sido la Caja Costarricense de Seguro Social la institución llamada a brindar tal servicio público, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no sólo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema. Siguiendo con las funciones y deberes que el constituyente le asignó a la Caja Costarricense de Seguro Social. En este caso, las razones aducidas por los representantes de la entidad recurrida para motivar el atraso en la aplicación del tratamiento a la recurrente son dificultades de índole administrativas, las cuales, no resultan de recibo por no ser, de manera alguna, justificantes para lesionar los derechos de la amparada. Por las razones expuestas, la Sala estima que sí se ha producido una lesión al derecho a la salud de la recurrente. En consecuencia lo procedente es declarar con lugar el recurso, advirtiendo a la autoridad recurrida que debe tomar las medidas necesarias con el fin de evitar atrasos en la aplicación del tratamiento de la recurrente que pueda poner en peligro su salud. CL

5044-02. MUERTE SIN DOLOR. Sobre la seguridad social. El derecho a  la vida es el bien más grande que pueda y deba ser tutelado por las leyes, y se le ha dado el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos del hombre, lo cual tiene su razón de ser pues sin ella todos los demás derechos resultarían inútiles, y precisamente en esa media es que debe ser especialmente protegida por el Ordenamiento Jurídico.  En nuestro caso particular, la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano, siendo en definitiva al Estado a quien le corresponde velar por la salud pública impidiendo que se atente contra ella.  En el caso particular de nuestro país, ha sido la Caja Costarricense del Seguro Social la institución llamada a brindar tal servicio público, delegándose en ella la responsabilidad estatal de determinar las prácticas idóneas y seguras del servicio, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no solo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema. El artículo 73 constitucional deriva la facultad del Estado delegada en la Caja Costarricense de Seguro Social para administrar todo lo relativo a los seguros sociales, allí se establece la contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores para financiar esa seguridad social. Esto implica necesariamente, que la prestación de efectivo auxilio médico a los enfermos es un deber del Estado costarricense derivado de los conceptos de justicia y solidaridad que impregnan al régimen de seguridad social. El concepto de justicia social  alude a los problemas sociales, con especial referencia a la necesidad de proteger a las clases más menesterosas, con el fin de mejorar su condición económica y lograr que la convivencia humana se oriente a la consecución  del bien común, de manera tal que la igualdad real sea un principio cotidianamente vigente dentro de la sociedad. En el presente caso, esta Sala, no puede tener actualmente por demostrado que se hubiera infringido el derecho a la salud de la amparada por cuanto de acuerdo con el informe rendido, bajo fe de juramento,  del Jefe del Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios, con las consecuencias, incluso penales, que señala el artículo 44 de la Ley que rige esta Jurisdicción- manifiesta que no se ha negado atención médica a la amparada y, por el contrario,  que desde su ingreso hasta la fecha  no se ha dejado aplicar tratamiento contra el dolor, tanto de parte de los médicos tratantes del Servicio de Oncología y radioterapia, que es donde actualmente se encuentra ingresada así como del Especialista de la Clínica del dolor, de esta forma se tiene que en el caso específico de la recurrente, se le ha ordenado suministrarle el tratamiento prescrito por el médico, con el objetivo de lograr que la amparada no sufra dolor, por lo que la Sala estima que las autoridades recurridas han atendido los padecimientos de la amparada. Ahora bien, si la recurrente estima que la amparada ha sido atendida con malos tratos por parte del personal médico o de enfermería, lo anterior no constituye violación alguna a ningún derecho fundamental, por lo que si a bien lo tiene, puede presentar la queja ante la autoridad administrativa correspondiente. SL

5371-00. ACCESO A TRATAMIENTO MEDICO. El recurrente manifiesta que padece de severos problemas de salud que han provocado que depende de tratamientos permanentes, tales como valproato de sodio, hidrocortizona, levotiroxina y eventualmente carbamazepina, así como la hormona de crecimiento. Que tiene conocimiento de que la Caja no cuenta con activos de la "hormona de crecimiento" , la cual supuestamente está gestionando desde enero de este año, no obstante, no se han logrado resultados positivos, lo cual impide que ese medicamento no le sea suministrado a tiempo, en tanto, actualmente cuenta con una hormona para abastecerse por dos días más. Reiteradamente, este Tribunal ha reconocido a la vida como el bien más importante que pueda y deba ser tutelado por las leyes, dándose incluso el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos de la persona, lo cual tiene su razón de ser en que sin la vida los demás derechos resultarían inútiles, y por ello es que debe ser especialmente protegida por el Ordenamiento Jurídico.  Nuestra Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable, y es a partir de ahí que esta Sala también ha derivado el derecho a la salud que tiene toda persona, sin que exista entonces cuestionamiento alguno sobre la protección constitucional del derecho a la salud jalonado -como se ha dicho- del derecho a la vida. En el presente caso, las autoridades recurridas bajo juramento, señalan que de acuerdo a exámenes al amparado se le diagnosticó una enfermedad denominada Síndrome de Línea Media, Displasia Septi Optica con Panhipopituitarismo, que implica que el menor citado posee una alteración congénita de las estructuras de la línea media del cerebro que compromete la función de la glándula pituitaria y que durante el primer año de vida presentó hipoglicemias severas que se corrigieron con la sustitución con hormona de crecimiento.  Asimismo indican que es cierto que al amparado desde que se le inició tratamiento sustitutivo con hormonas de crecimiento, no ha vuelto a presentar hiploglicemias, como al inicio de su padecimiento. En ese orden de ideas, estima esta Sala que la Caja Costarricense del Seguro Social no le puede negar el servicio ni los medicamentos que requiera el recurrente con ocasión de su estado de salud. Razón por la cual las justificaciones que presentan los recurridos para justificar el faltante de medicinas, no son de recibo, pues no concibe esta Sala que estando de por medio la vida y la salud de seres humanos, la Caja Costarricense del Seguro Social simplemente aluda retardo en su adquisición. En esa tesitura no es atendible la solicitud de las autoridades recurrida en el sentido de que se revoque lo ordenado por esta Sala en la resolución que da curso al amparo, pues considera este Tribunal que en aras de velar por la salud, calidad de vida y bienestar de  sus pacientes la Caja Costarricense del Seguro Social debe  procurar hacer sus mejores esfuerzos para no llegar a los extremos, que  hoy trae a colación el recurrente, como es la suspensión de un tratamiento por el atraso en los trámites de adquisición, por lo que ordena esta Sala que las autoridades deben de adoptar las medidas necesarias para mantener  de manera inmediata la atención médica y los tratamientos  requeridos por el amparado, de conformidad con lo que disponga su médico tratante. CL
9337-00. DERECHO A LA SALUD DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD. El privado de libertad que recluido en una prisión cumple la pena impuesta, no sólo tiene deberes que cumplir, sino que es sujeto de derechos que han de ser reconocidos y amparados por el Estado.  No es un alieni juris, se haya en una relación de Derecho Público con el Estado, y descontando los derechos perdidos o limitados por la condena. Su condición jurídica es igual a la de las personas no condenadas, con excepción de lo que relacione con los derechos que le han sido disminuidos o intervenidos. Los derechos que el recluso posee -entre los que se incluyen el derecho al trato digno, a la salud, al trabajo, a la preparación profesional o educación, al esparcimiento físico y cultural, a visitas de amigos y familiares, a la seguridad, a la alimentación y el vestido, etc.- deben ser respetados por las autoridades administrativas en la ejecución de la pena, y también en los privados preventivos o indiciados, ya que  no podrán ser privados de estos derechos, sino por causa legítima prevista en la ley.  Según consta de la epicrisis suscrita por el Médico de la Clínica del centro accionado que consta en el expediente administrativo con fecha del marzo de este año, desde febrero de mil novecientos noventa y nueve, al amparado se le diagnosticó tuberculosis, y se le inició el tratamiento médico respectivo. No obstante, de conformidad a un oficio CLR 204-00 del 6 de marzo de este año, el Infectologo de la Clínica manifiesta su preocupación por la interrupción del tratamiento del amparado, en virtud que por falta de transporte no ha podido acudir a citas médicos y aunado a lo dicho en este recurso, que en la actualidad se le suspendió el suministro de medicamentos, la Sala considera que la autoridad recurrida ha incurrido en actuaciones arbitrarias que han ocasionado la violación al derecho a la salud del amparado. En cuanto a la falta de transporte, ya citada, esta Sala considera que si bien la falta de vehículos para transportar a los privados de libertad es un problema que enfrentan los funcionarios penitenciarios, esto no los exime de su obligación de protegerles los derechos fundamentales. Si bien la falta de presupuesto en la administración siempre ha sido la justificación que, sin embargo no exime a la Administración de tomar las medidas o recurrir a otras instituciones para resolver ese problema. Estima este Tribunal, que la atención a la salud del reo, no puede estar sujeta a las posibilidades materiales de transporte del centro donde se encuentra, y que en todos los casos, las autoridades de Adaptación Social tienen el deber, derivado de la función de custodios que les asigna la ley, de procurar al enfermo, el tratamiento requerido. Con respecto, al cese de suministro de medicinas, aunque se ha comprobado que el amparado recibió atención médica en diversas oportunidades, no obstante indica en libelo de interposición que la autoridad recurrida le suspendió el suministro de medicamentos para su padecimiento y no consta en el expediente administrativo que haya sido dado de alta. La Sala estima, que al suspender el suministro de medicamentos, sin mediar justificación alguna, la autoridad accionada  pone en peligro la vida humana, garantizada de inviolable en el artículo 21 constitucional. Bien sabemos que el derecho a la vida es la proyección de un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional la vida humana- y constituye el derecho fundamental esencial y troncal en cuanto es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posible, por lo que la Sala estima que  ha existido amenaza a la integridad corporal, y por consiguiente amenaza a la vida, pues junto al valor de la vida, humana, nuestro sistema constitucional ha elevado también a valor jurídico fundamental la dignidad de la persona, que, sin perjuicio de los derechos que le son inherentes, se haya íntimamente vinculada con el libre desarrollo de su personalidad y los derechos a la integridad física y moral.   En consecuencia, la autoridad recurrida debió mientras se encontraba bajo su responsabilidad, continuar proporcionándole el tratamiento médico prescrito al amparado hasta tanto el médico tratante no indicara lo contrario. Así las cosas, encuentra esta Sala que efectivamente existió infracción al derecho a la salud del recurrente por parte de la recurrida, por lo que procede declarar con lugar el amparo con todas sus consecuencias. Asimismo, en virtud que desde el 5 de setiembre del año en curso, el amparado fue trasladado al Centro de Atención Semi Institucional de San José, debe el Médico de dicho centro valorar la salud del amparado con el fin de establecer el tratamiento médico a aplicar. CL
10471-00. DERECHO DE ATENCIÓN DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD. Acusan los recurrentes que las autoridades del Centro de Atención Institucional Pococí  violentaron el derecho a la vida del privado de libertad Even Durán Murillo, al poner en peligro su integridad física en razón de que no se le brindó atención a sus manifestaciones de que había ingerido una cantidad excesiva de antidrepresivos y al no llevarle oportunamente al Centro Hospitalario, a efecto de que se le diera la atención médica necesaria por una sobredosis de medicamentos. Además, indican que ese centro penal no reúne las condiciones higiénicas requeridas, pues no tiene un lugar adecuado para la visita conyugal, sino un calabozo mal acondicionado, así como que los grifos y cloacas constantemente se taquean, produciendo malos olores y problemas de seguridad. Reiteradamente ha dicho la Sala que el derecho a la salud –derivado del derecho a la vida garantizado en el artículo 21 constitucional- debe ser tutelado a las personas privadas de libertad, obligación que recae en la Administración Penitenciaria.  En tal virtud, la jurisprudencia de este Tribunal es conteste, en el sentido de que razones de naturaleza presupuestaria o en general falta de recursos materiales no son excusa para vulnerar ese derecho, y por ello cuando existe de por medio una orden médica a fin de que una persona privada de libertad sea trasladada a un centro hospitalario, debe la Administración cumplirla sin dilación alguna.  No obstante, este no es el caso en estudio, del cual se desprende –luego de un detenido análisis- que no ha mediado arbitrariedad en los hechos que se acusan.  En efecto, del informe rendido bajo fe de juramento y de la prueba aportada a los autos (folios 160 y 161 del expediente administrativo) se ha constatado que en horas de la noche del 17 de julio del dos mil, Omar Vega Badilla, ejerciendo funciones de Supervisor de Seguridad, tuvo conocimiento de que el recurrente se encontraba afectado por una sobredosis de antidepresivos por automedicación, presentando por tal razón un comportamiento agresivo, según indicaron sus compañeros de ámbito.  Ante esa situación y con miras a evitar problemas de índole convivencial, el Supervisor a cargo del ámbito en ese momento en razón de la hora 21:20, decidió trasladar al amparado al Pabellón de Aislamiento, de lo cual dejó constancia en un reporte (folio 160), así como al día siguiente a primera hora lo ubicó nuevamente en el ámbito, de lo que también informó al Director del Centro de Atención Institucional (folio 161)  En esta tesitura, observa la Sala que lo actuado por el Supervisor de Seguridad señor Omar Vega Badilla se ajusta a la normativa reglamentaria indicada, sin que encuentre la Sala motivo alguno para dudar que la decisión tomada fue la adecuada a las circunstancias, máxime si se toma en cuenta que de lo actuado se informó con prontitud al Director del centro penal, quien una vez discutido el asunto con el personal técnico decidió trasladar al amparado al Hospital de Guápiles, donde fue atendido. SL 
10498-00. ENTREGA DE MEDICAMENTO. El recurrente reclama que a pesar de la situación crítica de salud en que se encuentra su esposa y aquí amparada, la autoridad recurrida no quiere otorgarle un medicamento prescrito por su médico que resulta indispensable, en razón de que su caso debe ser resuelto por la Comisión de Farmacoterapia y la misma no se reúne ni responde nada al respecto, siendo que el medicamento que suministra la Caja Costarricense de Seguro Social podría provocarle una hemorragia y agravar su estado de salud. Por su parte la autoridad recurrida manifiesta que el medicamento requerido por la amparada no forma parte de la Lista Oficial de Medicamentos, sin embargo, alega que han realizado todos los trámites respectivos para adquirirlo a través de compra según los lineamientos institucionales, siendo que mientras dichos trámites se llevaban a cabo, se le brindó a la amparada la dosis del medicamento requerida. La preponderancia de la vida y de la salud, como valores supremos de las personas, está presente y señalada como de obligada tutela para el Estado, no sólo en la Constitución Política, sino también en diversos instrumentos internacionales suscritos por el país. Asimismo, debe señalarse que ha sido la Caja Costarricense del Seguro Social la institución llamada a brindar el servicio público de salud, debiendo en consecuencia instrumentar planes de salud, crear centros asistenciales, suministrar medicamentos, dar atención a pacientes entre otras cosas, contando para ello no solo con el apoyo del Estado mismo, sino además con el aporte económico que realiza una gran parte de la población con las cotizaciones para el sistema. A la luz de lo anterior, constata esta Sala que lleva razón el recurrente al manifestar que la omisión de la autoridad recurrida de entregar el medicamento a la amparada resulta violatorio de sus derechos fundamentales. Lo anterior, por cuanto si bien se observa que el veintinueve de setiembre del dos mil, se entregó a la recurrente una dosis del medicamento para seis días de tratamiento, esa dosis no era suficiente para cumplir con las disposiciones ordenadas por el médico de tratante en cuanto a que el medicamento debía ser suministrado cada veinticuatro horas (lo cual no niega la autoridad recurrida). Así las cosas, los seis días de tratamiento alcanzaban hasta el cinco de octubre del dos mil y posterior a eso lo único que señala la autoridad recurrida al respecto es una solicitud hecha vía telefónica pidiendo autorización para la compra de un mes de tratamiento mientras el caso era analizado por el Comité de Farmacoterapia, solicitud que no pasó de ahí, pues no consta en el expediente ni lo señala la autoridad recurrida que se haya entregado el medicamento a la amparada después del cinco de octubre. Por el contrario, dicha solicitud fue aprobada por el Comité Local de Farmacoterapia hasta el seis de noviembre del dos mil, sea aproximadamente un mes después de que la amparada terminó el medicamento otorgado el veintinueve de setiembre. Cabe agregar que con la notificación del presente recurso de amparo se ordenó a la recurrida entregar el medicamento mientras se conocía en definitiva del presente asunto, lo cual lleva a esta Sala a la conclusión de que a partir de dicha notificación –tres de noviembre del dos mil- se le está suministrando el medicamento a la amparada. Así las cosas, se observa que la amparada estuvo sin el medicamento por un periodo aproximado comprendido entre el seis de octubre y el tres de noviembre del dos mil, lo cual evidentemente resulta violatorio de su derecho a la salud. En el presente caso, si bien se observa que se han realizado las gestiones necesarias para cumplir con los trámites administrativos tendientes a la compra el medicamento que requiere la amparada, eso no puede tomarse como un argumento válido para el retraso en su entrega, máxime tomando en consideración que el médico tratante indicó que el mismo debía ser suministrado cada veinticuatro horas a la amparada. Por existir un evidente retraso en la entrega del medicamento, el presente recurso debe acogerse y en consecuencia, debe la autoridad recurrida suministrar -en forma continua y por el tiempo ordenado por el médico tratante- el medicamento a la amparada. CL

383-01, 962-01, 5781-01, 1158-01. NO LES APRUEBAN TRATAMIENTO CON ACELERADOR LINERAL.  El médico tratante y el Jefe del Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios, al discutir su caso, en cada uno de sus aspectos médicos, determinaron la necesidad de que la paciente fuera tratada con Acelerador Lineal.  Ello trajo como consecuencia que el Director General de ese nosocomio, en fecha 1 de marzo de 2001, de forma fundada y atendiendo a la necesidad curativa y con un buen pronóstico  de la enfermedad con tratamiento, solicitó a la Gerencia de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, ayuda económica para el tratamiento con el Acelerador Lineal.  Dicha solicitud, tal y como se indica en el informe rendido con ocasión de este amparo, fue conocido por la denominada  Comisión Asesora de Oncología, la que en sesión de nueve de marzo siguiente, determinó una lista de once pacientes, entre los cuales se encontraba la amparada, para la cual de forma simple, sin ninguna fundamentación, solo se indicó que se recomendaba el tratamiento de Cobalto 60, sea, rechazando el tratamiento con Acelerador Lineal. Esta falta de sustento motiva a la Sala para acoger el recurso, ya que, sin entrar en aspecto técnicos ajenos al conocimiento de este Tribunal,  estando de por medio el derecho a la salud de las personas,  no pueden ser de recibo las manifestaciones del Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social,  pues el rechazo de una solicitud de tratamiento que emita un médico tratante  y el Hospital en donde es atendido el paciente -que conocen directamente el caso-  no puede ser dejado de lado sin ninguna justificación válida, en el tanto una decisión de este tipo podría estar más apegada a un límite económico de la institución –atendiendo al hecho de que la Caja Costarricense de Seguro Social no brinda el tratamiento recomendado- lo que no tendría peso alguno frente a la salud e incluso estando de por medio el derecho a la vida de una persona (artículo 21 de la Constitución Política). CL

3311-01. NO LE DAN TRATAMIENTO. El desarrollo que ha dado la Sala al tema del derecho a la vida y, con él, al derecho a la salud ha sido claro y consistente, pues son valores supremos de las personas.  También la Sala ha reiterado el carácter crucial, fundamental, de la misión encomendada por el constituyente a la Caja Costarricense de Seguro Social para la prestación de servicios de salud. En el caso concreto, de los autos se desprende, que a pesar de que al accionante se le valoró y se le dictaminó que no procede operar la pelvis del recurrente pues el hueso está debidamente soldado, es lo cierto que respecto al tratamiento de terapia de voz y lenguaje se le tiene en lista de espera, o sea, que si debe recibir tal tratamiento, por lo que sobre este extremo  procede declarar con lugar el recurso; ya que al no haberlo recibido hasta la fecha deviene en una violación al derecho de salud. Sin embargo, por haber aceptado la parte recurrida en el informe =que se tiene dado bajo fe de juramento con las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44 de la Ley que rige esta Jurisdicción= que no están en capacidad de brindarle al amparado la terapia de voz y lenguaje que necesita actualmente pero que sí puede éste elegir una empresa privada nacional que se la  proporcione y la Administración se la paga,  es que se ordena que efectivamente la Caja Costarricense de Seguro Social sufrague tal erogación, una vez que el recurrente haya efectuado los trámites necesarios para recibir el tratamiento antes citado en una empresa privada de su elección. CL
1227-02. ATENCIÓN MEDICA. En cuanto a la supuesta violación al derecho a la salud. El recurrente argumenta que se le conculcó el derecho a la salud, corolario del derecho a la vida, en virtud de que en la última intervención quirúrgica que le fue practicada, la Caja Costarricense de Seguro Social no contaba con el equipo denominado “Band Ligator” para ligar las várices del esófago. Sin embargo, esta Sala considera que la intervención quirúrgica y la atención médica le fue proporcionada de forma oportuna al amparado y el hecho de que la Caja no contara con el equipo que el petente requería y que éste adquirió de su propio peculio, no fue impedimento para que el recurrente fuera atendido; siempre en el entendido de que la Caja Costarricense de Seguro Social debe hacerse responsable de la erogación realizada por el accionante, previa gestión administrativa del asegurada ante los órganos administrativos de la entidad accionada. SL

1653-02. SE LE NIEGA MARCAPASOS. No le facilitan en la CCSS marcapasos  que le médico tratante le recomendó. SL.

2811-02. SE NIEGA TRATAMIENTO. La recurrente alega que padece de un trastorno severo en el metabolismo de hidratos de carbono, en el metabolismo de lípidos (colesterol, triglicéridos), hiperuricemia e hipertensión que la catalogan como paciente de alto riesgo, por lo que se le ha recetado Rosiglitazona 4 mg por día, una gragea (una pastilla al día), que es el único fármaco que le está ayudando a contralor su diabetes, pero la Caja Costarricense de Seguro Social se ha negado a proveérsela, lo que estima una lesión a su derecho a la salud y a la vida. Costa Rica se ha destacado por ser un país en donde ha triunfado la lucha por las garantías sociales a favor de los más necesitados, y se les ha dado gran importancia a las instituciones que tutelan dichas garantías con el fin de garantizar el mejor condición y calidad de vida para todos los ciudadanos. Dentro de esas instituciones es innegable el papel trascendental que ha tenido la Caja Costarricense de Seguro Social a través de los años. Esa institución se ha encargado de crear los sistemas de administración en la materia de Medicina con un amplio sentido social, procurando otorgar, la mejor calidad de servicio médico a la mayor cantidad de personas, respetando de su política de brindar el mayor beneficio al menor costo posible. Al tenor de los numerales 50, 33 y 177 constitucionales, el sistema costarricense de seguridad social parte de un principio de solidaridad, según el cual cada ciudadano da su aporte individual para que, con la contribución de todos, se pueda facilitar la prestación de adecuados servicios de salud en beneficio del resto. Ya esta Sala ha dicho que el derecho a la salud, concebido en el marco del Estado de bienestar, tiene como principio fundamental el trato digno a la persona, y en el sistema de servicio social que se estructura en la Constitución, ello guarda relación con la modalidad de prestación de ese derecho que define el servicio de la Caja. Todos los asegurados son derechohabientes del mismo, y en razón de ello se les debe de brindar –como se dijo- el mejor servicio-calidad posible. Según se dijo, la Caja Costarricense de Seguro Social es la institución encargada de administrar la materia de Salud de los costarricenses. Todos los asegurados adscritos al seguro de salud deben cumplir sus disposiciones y políticas, a fin de que la prestación del servicio sea respetada y otorgada de la mejor manera posible, dadas las características particulares de cada paciente y su respectiva situación. Dentro de esas políticas, se incluye de manera imperativa cumplir con los requisitos establecidos para la solicitud de cada servicio o medicamento. La Caja Costarricense de Seguro Social a lo largo de los años ha ido creando una Lista Oficial de Medicamentos, que es el resultado de las necesidades de la ciudadanía, de allí que, como éstas necesidades varían, la lista se va modificando según se requiera. No obstante, es menester entender la importancia de esa lista por cuanto la administración de los servicios, implica necesariamente la administración de los bienes, dadas las razones presupuestarias que existen detrás de todo gasto que la CCSS realice. Por eso, en principio todos los padecimientos o enfermedades que dicha institución atiende, encontrarían su correlativo medicamento en dicha lista. De no ser así, existe el procedimiento de excepción, consistente en obtener, para una persona específica con determinadas características, un medicamento particular, no incluido en la lista, sólo si se logra comprobar con criterio técnico-médicos la imperiosa necesidad del mismo para garantizar un alivio verdadero, una mejor calidad de vida o incluso la posibilidad de vivir. Para ello debe cumplirse además con todos los demás requisitos socio-económicos previstos para la adquisición de medicamentos no incluidos en la lista oficial de medicamentos. A los pacientes que se les prescribe medicamentos no incluidos en ésta, la institución procede a la adquisición del medicamento utilizando el procedimiento de adquisición de medicamentos no incluidos en la lista oficial de medicamentos necesarios para resolver casos excepcionales de patologías agudas o crónicas, previo haber cumplido con todo un protocolo que incluye no sólo una prescripción del médico tratante, sino un análisis por parte de las autoridades médicas de la Caja Costarricense de Seguro Social, Comité Local de Farmacoterapia y posteriormente Comité Central de Farmacoterapia, de las razones científicas para dicha compra y la posibilidad de tratar el padecimiento con medicamentos alternativos que sí se encuentren dentro de esa lista. En el caso concreto, el medicamento solicitado por la recurrente dada la recomendación de su médico tratante, a saber, Rosiglitazona, no se encuentra dentro de la Lista Oficial de Medicamentos autorizados por la CCSS, y según se señaló la autoridad recurrida –informe que se tiene dado bajo la fe de juramento con las consecuencias, incluso penales, previstas en el artículo 44 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional- si bien la solicitud del medicamento fue avalada en la sesión número CLF-15-2001 del Comité de Farmacoterapia Local (ver folio 60 del expediente), corresponde al Comité Central de Farmacoterapia tomar la decisión final. El médico tratante de la accionante ha recurrido hasta el momento en que fue presentado el recurso en tres ocasiones, y en todas ellas el comité rechazó la solicitud del medicamento por considerar que no se había cumplido con los requisitos necesarios, las comprobaciones médicas respectivas o los estudios acerca de medicamentos sustitutivos al solicitado. Es claro que la línea jurisprudencial de la Sala ha sido respetar el criterio del médico tratante, por la lógica razón de que es quien ha estado más cerca del paciente y el que conoce con más detalle lo que éste necesita y el tratamiento que se le ha brindado. De igual manera este Tribunal ha sido reiterativo en cuanto a que, dada la naturaleza de esta sede, no se discuten ni cuestionan los criterios técnicos que la Administración presente como fundamento de su accionar.  De esta manera, visto el informe del médico tratante de la recurrente y Jefe del Servicio de Medicina Interna del Hospital Calderón Guardia (folio 156), queda claro para la Sala la necesidad de otorgarle a la accionante el medicamento que solicita por cuanto señalaron bajo juramento que ésta recibió el medicamento que brinda la Caja Costarricense de Seguro Social  Metformina desde abril del 2000 hasta febrero del 2001, y no lo toleró por “efectos colaterales que deterioraban su calidad de vida”. Asimismo señalaron que una vez sustituido este medicamento por el solicitado, dadas sus especiales características farmacológicas, se ha logrado “mantener una adecuada estabilización de su diabetes asociada a una excelente tolerancia”, sin que a la fecha se haya documentado ninguna contraindicación para dicho uso. No procede  cuestionar el criterio médico dado por dichos profesionales, por lo que siendo consecuente con su jurisprudencia, procede estimar el recurso, ordenando al recurrido otorgar a la recurrente, el medicamento Rosiglitazona, en el esquema de dosificación ordenado por su actual médico tratante. CL

3976-02. SE NIEGA TRATAMIENTO. En tanto perteneciente al elenco de los derechos y garantías sociales señalados en la Carta Política, el régimen de seguridad social se concibe en todo momento como inspirado por el principio cristiano de justicia social, y persigue contribuir decisivamente a forjar la política permanente de solidaridad nacional a que se refiere también el ordinal 74 constitucional. Es justamente por ello que la Sala, como lo ha dicho en otras ocasiones, no puede dejar de ver con preocupación como, en el tiempo, se vienen suscitando diversas acciones que –tomadas una a una, y, con mucha más razón, vistas en su conjunto– vienen minando la capacidad de la Caja Costarricense de Seguro Social de asegurar el cumplimiento de su elevada misión, tema que se menciona aquí precisamente porque es relevante a los efectos de lo que se está resolviendo. En efecto, es pública y notoria la deuda que mantiene el Gobierno Central con la Caja Costarricense del Seguro Social, a propósito del aporte que le corresponde brindar en cumplimiento del mandato del citado artículo 73 constitucional. Al mismo tiempo, son igualmente notorias las restricciones presupuestarias que se ha impuesto a la entidad, a fin de obligarla a crear excedentes que debe destinar a la compra de bonos de la deuda pública por muchos millones de colones. Sin embargo, a pesar de tales dificultades, no puede perderse de vista el valor prioritario y relevante que reviste el derecho a la salud y a la vida que la propia Constitución Política le ha atribuido a esta institución. En ese sentido, la Sala se ha cuestionado (ver en ese sentido sentencia No.5934-97 de las dieciocho horas treinta y nueve minutos del veintitrés de setiembre de mil novecientos noventa y siete, entre otras) si la mayor o menor capacidad financiera del Estado (concretamente, de la Caja Costarricense del Seguro Social) puede ser argüida valederamente como un óbice que justifique que se desatienda, o se atienda insuficientemente, la cumplida observancia de aquello que constituye la razón misma de ser de la entidad.  La respuesta es importante, porque en el caso concreto, la representante de la accionada ha informado a la Sala que el problema al final se reduce al ámbito presupuestario por cuanto la compra directa de tales insumos está referida a una licitación de contenido económico muy alto. Y es que dicho aparte resume lo medular de la cuestión, al recalcar –y valga la pena reiterarla– una verdad fundamental: ¿De qué sirven todos los demás derechos y garantías, las instituciones y sus programas, las ventajas y beneficios de nuestro sistema de libertades, si una sola persona no puede contar con que tiene asegurado el derecho a la vida y a la salud? De todos modos, si lo que precisa es poner el problema en la fría dimensión financiera, estima la Sala que no sería menos atinado preguntarnos por los muchos millones de colones que se pierden por el hecho de que los enfermos no puedan tener la posibilidad de reincorporarse a la fuerza laboral y producir su parte, por pequeña que sea, de la riqueza nacional. Si contabilizamos este extremo, y todos aquellos que se le asocian, resulta razonable postular que pierde más el país por los costos directos e indirectos del estado de incapacidad de quien yace postrado por una enfermedad, que lo que de otro modo se invertiría dándole el tratamiento que le permitiría regresar a la vida productiva. Desde luego, los beneficios intangibles, sociales y morales, son –incuestionablemente– de mucho mayor cuantía. A partir de todo lo dicho supra, la Sala observa que en este asunto, sin duda alguna, se está menoscabando el derecho a la salud del recurrente y además, con la larga espera a la que ha sido sometido, se está poniendo en peligro su derecho a la vida ya que la angioplastía e implantación del stein que requiere para su padecimiento cardiaco, son de carácter urgente. No es posible permitir que por problemas presupuestarios y de desorden administrativo, se ponga en peligro la vida del recurrente, pues en caso de aceptarse esa excusa como válida, ello implicaría anteponer un aspecto meramente material a uno de fondo, de relevancia superior como es precisamente, el derecho a la salud y a la vida. No puede esta Sala consentir esa interpretación pues como se indicó supra, de que valen los demás derechos si no se goza de vida y salud que permiten disfrutar de todos los demás.  En ese sentido, merece la pena traer a colación el criterio vertido por la Contraloría General de la República cuando, al otorgar autorización al Hospital Calderón Guardia para efectuar un procedimiento de contratación directa para la contra de los stens y otros insumos, indica que esa Administración deberá ordenar "... la confección de un cronograma de actividades, con la finalidad de disponer con los insumos necesarios, en el tiempo disponible y, evitar así, crisis como la que está viviendo el Servicio de Cardiología de ese Hospital, la cual perjudica la calidad de vida de los pacientes cardiópatas; amén, que se deberán de sentar las responsabilidades administrativas, por falta de planificación que llevó a ese Hospital a no disponer de las existencias necesarias y suficientes de stens insumos y accesorios para enfrentar la crisis que tiene actualmente, lo cual perjudica en primer lugar el servicio oportuno y ágil a los pacientes cardiópatas y en segundo lugar a ese Centro Hospitalario, en donde tiene que recurrir a mecanismos alternos, para solucionar el desabastecimiento de cita, únicamente por falta de planificación y no por casos de fuerza mayor". Esta aparente falta de programación y de planificación de ese Hospital, en los términos en que lo afirma la Contraloría General de la República, para evitar el desabastecimiento que ahora sufre de implementos como el que requiere el recurrente para prolongar su derecho a la vida y mejorar su salud, ha incidido directamente en la prestación de efectivo auxilio médico, con lo cual, no solo se ha puesto en riesgo la vida del recurrente y se menoscaba su derecho a la salud, sino que también se ha incumplido seriamente con un  deber del Estado costarricense derivado de los conceptos de justicia y solidaridad que impregnan al régimen de seguridad social contenido en la Constitución Política y de la misión que ésta le encomienda a la Caja Costarricense de Seguro Social, pues no es de extrañar que existan otras personas en iguales condiciones que el recurrente. La Sala entiende, como lo ha dicho en otras ocasiones, que las órdenes emanadas de esta jurisdicción en esta materia, puede poner a las autoridades de esa institución en un estado de tribulación por cuanto tienen la obligación de llevarlas a su correcto cumplimiento; sin embargo, dada la relevancia de los derechos fundamentales que están en juego y partiendo del grado de madurez y experiencia desarrolladas por la Caja Costarricense del Seguro Social durante su medio siglo de existencia, así como su probada capacidad de enfrentar y responder a los retos que plantea el cuidado de la salud pública, la Sala espera que esta crisis por la que, en particular, está atravesando el Hospital Calderón Guardia en cuanto al tema objeto de este recurso, sea más bien el acicate y la motivación necesaria para  producir las nuevas respuestas que esperan los enfermos y la sociedad costarricense en general; y lograr con estas experiencias acumuladas que en el futuro se pueda obtener una mejor atención en beneficio de los asegurados. En mérito de lo dicho, el recurso debe ser estimado, ordenándose al Director del Hospital Calderón Guardia y al Jefe de Cardiología de ese Hospital, tomar todas las medidas que sean necesarias a efecto de garantizar el derecho a la vida y a la salud del recurrente, lo que implica necesariamente que se le deberá programar la cirugía que necesita para lo más pronto que sea posible a fin de evitar perjuicios mayores en el derecho a la salud del recurrente. Por otra parte, observa la Sala que el recurrente presentó desde el veinte de marzo de este año una gestión para que se le informara sobre su cirugía y a pesar de que inclusive, consta el sello de recibido en esa fecha de ese documento  tanto de la Dirección Médica como de la sección de Cardiología del Hospital Calderón Guardia, no ha recibido respuesta alguna. Por su parte, bajo juramento informan los recurridos que no existe ninguna solicitud presentada por el recurrente a la Unidad de Cardiología en ese sentido. Resulta evidente que si el recurrente efectivamente presentó la gestión, y bajo juramento se indica que no existe nada en ese sentido, es probable que la misma haya sido extraviada dentro de ese Hospital. Por tal razón, es evidente que se ha ocasionado una lesión al derecho de petición y pronta resolución en perjuicio del recurrente, por lo cual,  también es procedente el recurso  en cuanto a este extremo. CL
3981-02. EN LARGA LISTA DE ESPERA PARA OPERACIÓN URGENTE. En este caso, las razones aducidas por los representantes de la entidad recurrida para motivar la existencia de una larga lista de pacientes en espera al igual que la recurrente, o sea, el atraso en la operación de la amparada; son dificultades de índole administrativas, pues señalan que durante cinco años se debió acondicionar y remodelar los quirófanos, lo que trajo como consecuencia, que cinco salas de operaciones se inhabilitaran, y aunque actualmente la fase de remodelación y acondicionamiento ha concluido, existe inopia de personal profesional. A criterio de la Sala las anteriores justificaciones dadas por las autoridades recurridas meramente organizativas y de previsión no resultan de recibo por no ser, de manera alguna, justificantes para lesionar los derechos de la amparada. En el caso de la recurrente los mismos médicos reconocen los dolores tan fuertes a los que está expuesta y su imposibilidad de ingerir medicamentos para sobrellevarlos por padecer además de una úlcera, lo que hace cuestionable evidentemente la calidad de vida que tiene la recurrente. Por otro lado la Sala constata que el mismo Jefe de Servicios de Ortopedia y Traumatología del Hospital recurrido, en razón del presente recurso reconoce ante el Director General de ese Hospital la posibilidad de intervenir a la amparada quirúrgicamente si lograran adquirir los materiales necesarios o bien lograr un canje de los mismos actualmente en bodega del hospital, por los indicados para operar a la recurrente y así solucionarle a la mayor brevedad posible su padecimiento. Lo anterior deja entrever que sí existen medios para solucionar este tipo de casos, sin embargo por razones de administración y reorganización efectiva que podían ser previamente previsibles no se ha llevado a cabo.  No obstante lo anterior y a pesar de que la Sala estima procedente este recurso por violentarse el derecho a la salud de la recurrente, no se ordena que se practique inmediatamente la cirugía pretendida, en razón de que podría producirse una discriminación irrazonable con respecto a los demás pacientes que se encuentran en la lista de espera en igualdad de condiciones que la amparada. Sin embargo, sí considera pertinente la Sala, que el Jefe de Servicios recurrido valore las circunstancias especiales de la recurrente con respecto a los demás pacientes de la lista de espera y con fundamento en la urgencia del caso, la ubique en el orden que le corresponde, no valorando razones de apersonamiento en cuanto a tiempo, sino médicas y humanas, tomando como un factor relevante la calidad de vida que tiene cada paciente respecto a su padecimiento. CL
5615-02. SE EXTIENDE FACTURA A FUNCIONARIOS POR PATRONO MOROSO. A funcionarios judiciales se les atiende en Hospitales de la CCSS, pero se les hace firmar una factura para el pago del servicio, porque el Poder Judicial se encuentra “moroso”. CL

7390-02. SE NIEGA MEDICAMENTO RECOMENDADO POR MEDICO  TRATANTE. Alega el recurrente que padece de esclerosis múltiple, por lo que su médico tratante le ha recetado varios tipos de medicamento, siendo el más efectivo Interferón Beta 1 A marca Rebif; no obstante, la Farmacia del Hospital Max Peralta se ha negado a entregarle dicho medicamento e incluso se le ha solicitado -bajo de pena de no recibir la receta- que vuelva donde su médico tratante para que le extienda otra receta en que se incluya otro medicamento y no el recetado, a lo que su médico tuvo que acceder bajo protesta, por no dejarlo sin medicamento alguno a pesar de que los otros no le sirven de nada. Por ello estima que se han violentado sus derechos fundamentales. La Sala ha optado por respetar el criterio del médico tratante, debido a que nadie más que éste, a través de sus consideraciones médico-técnicas, puede conocer mejor el alcance del padecimiento de su paciente y las posibles respuestas al tratamiento prescrito. En el caso particular de las personas que padecen de esclerosis múltiple, se han presentado varios casos ante este Tribunal. Algunos de ellos han sido declarados sin lugar, y otros con lugar, por cuanto cada caso es distinto y debe en cada uno analizarse la situación específica del amparado, así como  el dicho de las autoridades recurridas y la prueba aportada a los autos. El recurrente prácticamente viene a reiterar los extremos alegados en un recurso anterior, con la única diferencia de que refiere que la negativa a suministrarle el medicamento solicitado fue específicamente de parte del encargado de la farmacia del nosocomio recurrido. A éste le acusa de adulterar las recetas expedidas por el médico tratante, mediante la adición de la palabra “Avonex” o la frase “se le ofrece Avonex” a las mismas, así como de solicitarle expresamente que devolviera determinadas recetas al galeno tratante para que le recetara esa marca de Interferón Beta 1 A. Dichos extremos, amén de ser de muy difícil constatación, son  negados mediante el informe bajo juramento rendido por las autoridades recurridas. Dada esta situación, para el análisis del caso, en esta oportunidad, no se toma en cuenta las recetas médicas suscritas por el médico tratante (ver folios 10 a 12 y 14 y 289 a 293), en las que efectivamente consta que se recetó Interferón Beta 1 A y en dos de las cuales se escribió con otro color de tinta “se ofrece Avonex 1 Fco = 6.000.000 UL” y “Avonex”, sino las notas firmadas por Róger Morales Ujueta, neurólogo tratante del accionante, en las que de manera muy clara y sin llevar a errores, establece su intención en recetarle el medicamento Interferón Beta 1 A, de marca Rebif (ver folios 28, 42, 68 76 y 77 96 172, 173, 174 y 175). Según se desprende de dichas notas de fechas 23 de agosto de 2001 y 17 de mayo, 17 de junio y 18 de junio, todos de 2002, en la primera oportunidad, el médico tratante consideró que el tratamiento con el Interferón Beta 1 A de marca Avonex no estaba dando efecto, por cuanto “sus brotes se están aproximando con otro (se han hecho más frecuentes)” y procedió a recetar Interferón Beta 1 A específicamente de marca Rebif, pero “de acuerdo con el expediente dicha receta no se le despachó y más bien el paciente pasó sin tratamiento por 2 meses”. El 17 de mayo de 2002, el médico tratante apuntó que “el paciente manifiesta haber tenido 6 brotes de la enfermedad en 1 año y con el otro medicamento 1 brote en tres años debido a su dosificación, en vista de que con el primero el paciente tuvo un brote en tres años”, refiriéndose en el primer caso al Interferón Beta 1 A de marca Avonex y en el segundo al de marca Rebif. El 17 de junio de 2002 señaló que “paciente ha continuado con brotes de enfermedad desmielizante cada 8 días pese al tratamiento con Avonex” y “se interna para dar gama globulina (...) se mantiene la posición de que debe recibir Rebif”. Finalmente, el 18 de junio siguiente indicó “hace varios meses  se solicitó y recetó Rebif a la dosis de 22 UG (Sala Constitucional) 3 veces por semana debido a que el Avonex no estaba dando buena respuesta respecto a su enfermedad. Sin embargo esta solicitud mía bajo criterio de Neurólogo tratante fue desestimada. Por lo anterior se debió seguir dando Avonex pero el paciente en los últimos 2 meses presenta brotes de su padecimiento cda (sic) 8 días seña de que el medicamento no está ayudando. Debido a la prohibición de recetar Rebif (pese a mi solicitud de hace varios meses) y a la pobre respuesta al Avonex se decide internar en Medicina del Hospital Max Peralta de Cartago para darle gama globulina (...) (esto como medida heroica para no dejar desprotegido al paciente)”.  Ante las anteriores apreciaciones del médico tratante, considera esta Sala que en esta oportunidad sí se ha acreditado en autos que el especialista que trata al amparado en el centro médico al que él está adscrito le haya prescrito el Interferón Beta 1 A específicamente de la marca Rebif, por razones técnico-médicas que este Tribunal no puede debatir ni analizar, de modo tal que constatada la violación al derecho a la salud del recurrente, al no suministrarle el medicamento Interferón Beta 1 A de marca Rebif, es menester declarar con lugar el recurso, ordenando a la autoridad pertinente, otorgarle el medicamento solicitado al accionante, en el esquema de dosificación indicado por el médico tratante y durante el tiempo que el recurrente lo requiera, en el plazo establecido en la parte resolutiva de esta sentencia. CL      
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INFORMACIÓN GENERAL

 “Seminario de Derechos Humanos y Justicia Constitucional” en homenaje póstumo al doctor Rodolfo E. Piza Escalante.

La Presidencia de la Sala Constitucional y el Instituto Costarricense de Derecho Constitucional tienen el agrado de invitarle desde ya al “Seminario de Derechos Humanos y Justicia Constitucional” en homenaje póstumo al doctor Rodolfo E. Piza Escalante.

Se realizará los días 2 al 6 de diciembre de este año, en el auditorio de la Universidad Latina de Costa Rica, de 4:00 p.m. a 7:00 p.m.

Se contará con la participación de distinguidos juristas a nivel internacional, tales como:

Lunes

Luis Aguiar Deluque (España)

Franck Moderne (Francia)

Martes

Pierre Bon (Francia)

Giancarlo Rolla (Italia)

Miércoles

Javier Pérez Royo (España)

Antonio D’atena (Italia)

Jueves

Francisco Fernández Segado (España)

Jorge M. García La Guardia (Guatemala)
Viernes

Héctor Fix Zamudio (México)

Allan R. Brewer-Carías (Venezuela)

Cuota de inscripción: 15.000 colones y 10.000 colones para estudiantes con carné.

Para inscripciones y mayor información, comunicarse al teléfono 295-3543, 295-3900, 395-3705, 295-3700 al Centro de Información de la Sala Constitucional.


Comité Organizador
